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El propósito de esta investigación es presentarle al lector los diferentes debates 
que han surgido al interior de las jurisdicciones, respecto al precedente 
jurisprudencial, siendo necesario para ello, abordarlo desde su concepción 
constitucional, teniendo en cuenta la inclusión legal en las jurisdicciones 
contenciosa y ordinaria, hasta llegar a la interpretación que sobre ella, han 
realizado las Altas Cortes, específicamente la Corte Constitucional. 
 
Para abordar la temática de esta investigación, resulta conveniente tener en 
cuenta las discusiones que han rodeado la aplicación del precedente 
jurisprudencial, para ello, se analizará en contexto, no solo el contenido 
constitucional y legislativo que sobre él existe, sino que se tendrá en cuenta la 
interpretación que han realizado la jurisprudencia y la doctrina al respecto, 
tomando en consideración su incorporación al sistema de fuentes en el 
ordenamiento jurídico colombiano.  
 
Para explicar detalladamente este último aspecto, se analizará en concreto, las 
interpretaciones que los estudiosos constitucionalistas, han establecido frente a su 
utilización y la forma en que el mismo debe entenderse;  por un lado, la corriente 
de la interpretación exegética del texto, es decir, como un simple “Criterio Auxiliar” 
y por lo tanto, los jueces deben atenerse únicamente a la ley a la hora de fallar o, 
la corriente de una Interpretación Sistemática del texto, es decir, que la expresión 
“Imperio de la Ley” se refiere a todo el ordenamiento jurídico en sentido integral; 
por ende la jurisprudencia es parte de éste y los precedentes no solo son criterios 
auxiliares sino derroteros obligatorios de los cuales un Juez no puede apartarse 
caprichosamente. 
 
Para ello, resulta determinante evidenciar como la Corte Constitucional a través de 
sus líneas jurisprudenciales ha establecido una posición seria frente a la 
vinculatoriedad de sus fallos judiciales, la cual si bien, en sus primero años fue 
más conservadora, logró posteriormente posicionarse como una Corte más liberal 
y por lo tanto, defensora de que la jurisprudencia constituye per se, una fuente 
formal del derecho, situación que le concedía un carácter vinculante y obligatorio, 
el cual debía ser respetado por los demás operadores jurídicos. 
 
Lo anterior se logró a partir de las interpretaciones que realizó la Corte 
Constitucional, específicamente en lo que se refiere al artículo 230 constitucional, 
pues se observó un cambio de paradigma en la relación del juez y la ley, ya que el 
juez no está subordinado únicamente a la ley sino que actúa y valora su aplicación 
para darle dinamismo al ordenamiento jurídico, lo que llevó a entender la 
jurisprudencia, como una fuente del derecho de carácter obligatorio, quiere ello 
decir, que se logró una afinidad entre los sistemas del derecho civil y el common 
law. 
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Así mismo, se ilustrará al lector, con las primeras líneas jurisprudenciales que 
reconstruyó la Corte Constitucional, donde se evidenciaran los patrones 
decisionales comunes en cada una de las sentencias, partiendo de un momento 
histórico determinado o específico.   
 
Aunado a lo anterior, resulta importante resaltar la importancia que tiene en el 
sistema jurídico colombiano, la motivación del precedente jurisprudencial, toda vez 
que éste, resulta exigible a los Jueces de la República, quienes están obligados a 
respetar los fundamentos jurídicos - sentencias -mediante los cuales se han 
resuelto situaciones análogas anteriores. Situación que implica para los 
operadores jurídicos, el deber de resolver casos similares de la misma manera, 
teniendo en cuenta para ello, su propia doctrina judicial, la cual, si bien en principio 
es vinculante y obligatoria, no es impedimento para que los jueces, puedan 
separarse de ese precedente, argumentando suficiente y razonadamente su 
decisión.  
 
Así mismo, se abordará en esta monografía la inclusión de la utilización de la 
jurisprudencia como fuente del derecho en jurisdicciones como la contenciosa 
administrativa y la ordinaria, las cuales introdujeron modificaciones sustanciales en 
los recientes códigos que dirigen la actividad en cada una de esas jurisdicciones. 
Así por ejemplo, las sentencias de unificación de jurisprudencia que elabora el 
Consejo de Estado, tiene un papel protagónico en el sistema de fuentes del 
derecho administrativo, lo que hace que la jurisprudencia por ellos emitida, se 
ubique al mismo nivel de la Ley, quiere ello decir, que se abandona la idea del 
criterio auxiliar de la jurisprudencia y pasa a formar parte de las fuentes directas y 
primarias del derecho.  
 
De otra parte, se detallará los cambios que surgieron en el operador jurídico y en 
el usuario del sistema judicial, frente a la nueva concepción del precedente judicial 
como criterio formal de derecho, pues con ello, no sólo se permite la resolución de 
los procesos que se someten al conocimiento utilizando criterios análogos a los ya 
empleados en otros fallos, sino porque se buscó darle mayor dinamismo y agilidad 
a los trámites que se adelantan en las diferentes jurisdicciones, situación que 
contrarresta en cierta medida, los efectos de la congestión judicial, que tanto 
afectaba a la Administración de Justicia.  
 
Finalmente, fue precisamente esa unificación de jurisprudencia, la que permitió al 
escenario jurídico el resolver situaciones análogas bajo unos mismos supuestos, 
lo que permite no sólo que se le exija a los Jueces de la República el respeto del 
precedente que la jurisdicción haya emitido sino garantizarle a los administrados 
seguridad jurídica, la misma que muchas veces se critica, pero que en buena hora 
la vinculatoriedad y obligatoriedad del precedente jurisprudencial vino a darle 
mayor efectividad a las decisiones judiciales y consolidar así la hermenéutica 
jurídica en Colombia, en lo que respecta a la jurisprudencia como fuente formal de 
derecho. 
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Son precisamente todos esos aspectos relevantes para la presente investigación, 
la que le da al precedente jurisprudencial, el papel protagónico en el escenario 
judicial, pues busca precisamente, unificar criterios interpretativos, que no solo 
garanticen la seguridad jurídica, sino también la garantía de derechos como la 
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1. ESTADO DEL ARTE. DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DESDE EL 
SISTEMA JURÍDICO COMMON LAW Y SUS APORTES 
 
 
La presente monografía tiene como objetivo principal, establecer la utilidad que ha 
tenido en el ordenamiento jurídico colombiano, la implementación del precedente 
jurisprudencial en la toma de las decisiones judiciales, teniendo en cuenta su 
concepción constitucional y legal, abordando la interpretación que sobre la misma, 
han proferido las Altas Cortes, especialmente la Corte Constitucional, interprete 
auténtico de la Constitución Política de 1991. 
 
Para ello, es importante iniciar la misma, realizado una vista panorámica de este 
concepto históricamente en el mundo, y sus aportes a Colombia, con el fin de 
centrar a los lectores en el punto estratégico del estudio. 
 
Pues bien, para referirse al concepto de precedente jurisprudencial, se debe iniciar 
hablando del sistema del “common law”, el cual tuvo su origen en Inglaterra y tiene 
básicamente como esencia, el precedente judicial, el cual tiene como raíz el 
Derecho medieval inglés que era exclusivamente administrado por los Tribunales 
del Reino, y consistía en que los asuntos sometidos a los Tribunales, se debían 
resolver tomando como referencia las sentencias antes dictadas por otros 
Tribunales superiores en casos semejantes.  
 
Para el Derecho Inglés, el precedente se entiende como la decisión anterior de 
una autoridad que fija posición interpretativa en relación con ciertas circunstancias 
fácticas y jurídicas, para ser aplicadas en el futuro, esto es, como antecedente 
vinculante generador de regla, principio o concepto aplicable a casos 
sustancialmente similares, constituye una de las instituciones básicas y 
fundamentales del sistema jurídico de influencia anglosajona -common law-, o 
sistema del Derecho de los jueces o jurisprudencial, basado en la experiencia 
doctrinal derivada de la solución de casos -case law-, dentro del cual se consolida 
como una evidente e indiscutible fuente de derecho1. 
 
La razón del sistema jurídico anglosajón son los desarrollos que se dieron en 
Inglaterra por el llamado common law, o Derecho Común de carácter 
consuetudinario, formado principalmente a partir de la influencia del Derecho 
normando, además, del mecanismo de solución de conflictos llamado Equity, con 
estas dos modalidades se desarrollo el Derecho común inglés. 
 
Al respecto, señala Cavanna2 que el -common law- corresponde a una especial 
                                                          
1 RADBRUCH, GUSTAV. El Espíritu del Derecho Inglés. Revista de Occidente, Madrid 1958: 37 
SS. 
2 CAVANA, ADRIANO. Storia del diritto moderno in Europa. Vol. 1. Le fonti e il pensiero giuridico. 
Gioffré Editore.  1982. 
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evolución del Derecho inglés, que no se ha detenido en su desarrollo prácticamente 
desde el siglo XII, y ha llegado a estos días con un acervo de técnicas, experiencias 
y reglas no escritas; esto en contraposición al Derecho continental, que fue objeto de 
profundas transformaciones propiciadas por los partidarios del Derecho escrito.  
 
Y es que según la doctrina la importancia del precedente judicial se materializa en 
la doctrina del stare decisis, esto es, una decisión de un tribunal o un juez, tomada 
después de un razonamiento sobre una cuestión de derecho planteada en un 
caso, y necesaria para el establecimiento del mismo, es una autoridad o 
precedente obligatorio para el mismo tribunal y para otros tribunales de igual o 
inferior rango, en subsiguientes casos en que se plantee otra vez la misma 
cuestión3. 
 
Si bien es cierto en los países de tradición anglosajona, no existe la idea de 
legislarlo todo, la interpretación que dan los jueces al Derecho y a las leyes es la 
mayor fuente creadora de normas y principios jurídicos, también lo es que, el 
Derecho legislado (statutory law) también tiene un papel importante, es más, tiene 
un rango jerárquico superior al creado por los tribunales, prevaleciendo sobre este 
último en caso de conflictos4. 
 
Pero no todos los casos o todas las decisiones judiciales crean Derecho. Son las 
decisiones dictadas en los procesos judiciales más relevantes, llamados leading 
cases en el Reino Unido y landmark cases en los Estados Unidos, las que crean 
los precedentes. Dichos procesos son aquellos que tratan asuntos de una especial 
relevancia jurídica y se presentan, normalmente, ante los tribunales superiores 5. 
 
Las sentencias de los tribunales anglosajones se componen de varias partes que 
es importante conocer para saber dónde encontrar el precedente. La primera 
corresponde al razonamiento jurídico, la explicación o los motivos que han llevado 
al tribunal a adoptar dicha decisión, la segunda es la Ratio decidendi, esto es, los 
fundamentos de la decisión, y la tercera es el Obiter dictum, es decir, las 
observaciones incidentales sobre otras cuestiones distintas al motivo principal de 
la sentencia 6. 
 
Cabe señalar que estos precedentes se recogen en los denominados repertorios 
de jurisprudencia (Law Reports), a los que los juristas anglosajones acuden 
constantemente para encontrar el Derecho aplicable a su caso.  
                                                          
3 KOKOUREK, A. y KOVEN, H. (1935), “The Common Law: Judge Imparciality and Judge Made 
law”, The Law Quarterly Review, Vol. 29, Núm. 8, pp. 985. 
4  ALCARAZ Varó, E. Conferencia titulada El jurista como traductor y el traductor como 
jurista. Disponible en línea en:http://www.upf.edu/factii/activitatsfti/lliconsfti/alcaraz.html. 25 de 
octubre de 2000. 
5 ITURRALDE V. Precedente judicial. Encomia: Revista en Cultura de la Legalidad. Disponible en 
línea en:http://eunomia.tirant.com/?p=1523 Última consulta 6 de junio de 2013 
6 Ibídem 
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Y por otro lado, se tiene el sistema de base romano-germánico, como el caso 
colombiano, en el cual, el Derecho se fundamenta en la ley, normalmente escrita e 
incluso en las codificaciones, y donde el precedente judicial ha sido asumido 
siempre con mucha cautela o ha sido absolutamente rechazado, incluso, desde su 
óptica, la creación del Derecho es sólo facultad y atributo del pueblo, pero nunca 
puede quedar en manos del juez, por muy investido de sentido de justicia y 
equidad que el mismo se encuentre. 
 
Sin embargo, con el pasar de los años este sistema ha admitido en determinados 
momentos y circunstancias, una variante del precedente judicial que es la llamada 
jurisprudencia o doctrina legal, y que posteriormente, con el desarrollo del 
pensamiento modernista en el orden jurídico, la jurisprudencia se identifica con las 
decisiones que sientan los Tribunales cuando interpretan de una manera, varias 
veces, con reiteración, una norma jurídica. 
 
Es así que el concepto de jurisprudencia se diferencia del precedente puro del 
Common Law, pues de un lado, la primera se deriva de la interpretación de 
normas, leyes y disposiciones que están escritas o son conocidas, a contrario 
sensu del Common Law, en el que todo el Derecho se deriva de asumir las 
soluciones semejantes brindadas en otros casos por otros Tribunales de 
apelación; sin embargo, su incorporación como una fuente oficial del Derecho, no 
ha sido completamente pacifico. 
 
Todo lo anterior ha sido fundamental para el sistema jurídico Colombiano, pues 
fueron la base para que se estableciera en Colombia los primeros acercamientos a 
estos conceptos y la importancia de los mismos en nuestra legislación. En primer 
lugar, se debe traer en primer término a estudio la Constitución de 1886, en la cual 
se pude decir que el papel del poder judicial, si bien fue importante, en múltiples 
ocasiones resultó opacado o aislado por los poderes legislativo y ejecutivo. 
 
Para ese momento histórico, el sistema jurídico se acomodaba en el más clásico 
formalismo del Derecho Latino, el cual ofrecía una trascendencia meramente 
instrumental a las jurisprudencias, sin embargo, no se desconoce la existencia de 
sus antecedentes, pues aunque no tenían una absoluta fuerza obligante, si 
servían como “orientadores” del administrador de justicia que quisiera en algún 
momento, acogerse a ellos para soportar y argumentar su decisión. 
 
Ello se ratificó con la expedición de la Ley 153 de 1887, que en su artículo 10, 
definió el concepto de doctrina legal más probable, y que a su vez adicionó y 
reformó los códigos nacionales (Ley 61 de 1886 y Ley 57 de 1887), y se definió 
este concepto indicando que,  
 
 
...en casos dudosos, los Jueces aplicarán la doctrina legal más probable. Tres 
decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como Tribunal de 
10 




Así mismo, hubo un desarrollo legislativo en el derecho colombiano, que incluyó 
dentro de sus preceptos el concepto de doctrina legal, a modo indicativo, pues el 
mismo se desarrollará de forma más detallada en el acápite siguiente, se 
encuentra el artículo 371 de la Ley 105 de 1980, el artículo 36 de la Ley 61 de 
1886 que estableció el fin de la unificación de la jurisprudencia, la Ley 169 de 1896 
que consagró la casación con el fin de unificar la jurisprudencia y definió en su 
artículo 4 el concepto de doctrina probable. 
 
Esta última norma fue declarada exequible en forma condicionada por medio de la 
Sentencia de constitucionalidad C-836 de 20017, incorporando en el escenario 
judicial colombiano la aplicación y uso de la doctrina probable, siempre que se 
respetaran los condicionamientos establecidos por el máximo tribunal 
constitucional.  
 
Pero realmente la Constitución Política de 1991 fue la que vino a regir todo el 
funcionamiento del Estado, al convertirse en una Constitución con plena 
obligatoriedad y efectividad jurídica, muy diferente a la de 1886. 
 
De igual forma, a lo largo del contenido de la Carta Política se introdujo de forma 
taxativa la inclusión de la figura del precedente jurisprudencial cuando en el 
artículo 230 se definieron las fuentes de derecho en los siguientes términos:  
 
 
Los jueces, en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley. La 
equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial. 
 
 
Aunado a lo anterior, debe recordarse lo señalado en el artículo 241 de la Carta 
Política que concibe a la Corte Constitucional como guardiana de la Constitución y 
a esta última la cataloga como la norma de normas en su artículo 4 constitucional, 
por lo que la jurisprudencia significa “la interpretación que se le permite a dicho 
organismo quien es el encargado de salvaguardar y proteger la Supremacía de la 
norma de normas”8. 
 
                                                          
7 CORTE CONSTITUCIONAL. MP. Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL. Referencia: expediente D-
3374. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 4º de la Ley 169 de 1.896. Actor: Carlos 
Alberto Maya Restrepo. Bogotá D.C., agosto nueve (9) de dos mil uno (2001).  
8 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Sustanciador: ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO. 
Sentencia No. C-131 de 1993. Santafe de Bogotá, abril 1° de mil novecientos noventa y tres 
(1.993).  
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También se tiene, la inclusión de la jurisprudencia como fuente de derecho en 
varias normas del ordenamiento jurídico. Así por ejemplo, la jurisdicción laboral no 
ha sido ajena a su inclusión, en la misma medida, que la propia ley de 
administración de justicia, la ha incluido en temas relacionados con las  acciones 
populares, cuando se previó el mecanismo de revisión de las decisiones con el fin 
de unificar la jurisprudencia sobre los derechos o intereses colectivos en las 
acciones populares o de grupo o clase, y la cual fue declarada exequible en forma 
condicionada por la Corte Constitucional mediante Sentencia C–713 de 20089, que 
respecto al inciso primero señaló que sería constitucional  
 
 
...en el entendido de que es una competencia adicional y que en ningún caso 
impide interponer la acción de tutela contra la sentencia objeto de revisión, la 




y respecto al parágrafo primero  
 
 
...en el entendido de que se trata de una competencia adicional del Consejo 
de Estado, de que la eventual revisión es contra sentencias o providencias 
que pongan fin a un proceso, proferidas por los tribunales administrativos, 




Es decir que se dotó a las partes de las acciones populares y de grupo de un 
mecanismo judicial que les permite llegar al Consejo de Estado para que éste, a 
su vez, produzca en esos procesos una jurisprudencia unificada que oriente a las 
instancias inferiores de la jurisdicción y evite posiciones diversas frente a un 
mismo tema. 
 
El mencionado artículo señaló que el Consejo de Estado, en su condición de 
Tribunal Supremo de la jurisdicción contencioso administrativa, tendría la facultad 
para revisar, en algunos eventos, las sentencias o las demás providencias 
proferidas por los Tribunales Administrativos mediante las cuales se finalice o se 
disponga el archivo del respectivo proceso, con el fin de unificar la jurisprudencia, 
asegurar la protección de los derechos constitucionales fundamentales y 
colectivos o ejercer el control de legalidad respecto de tales decisiones.  
 
Ello tuvo como fundamento lo indicado en el numeral 1º del artículo 237 de la 
Constitución Política, en cuanto a la atribución del Consejo de Estado para 
                                                          
9  CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrada Ponente: Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ 
Referencia: expediente P.E. 030, del quince (15) de julio de dos mil ocho (2008).. 
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“desempeñar las funciones de Tribunal Supremo de lo Contencioso 
Administrativo, conforme a las reglas que señale la ley”, disposición constitucional 
que ha generado múltiples y muy variados efectos en el ordenamiento jurídico 
nacional, pues de un lado, significa que en el ámbito contencioso administrativo 
dicha Corporación tiene la vocación constitucional de unificar la jurisprudencia 
nacional, función que constituye un mecanismo de control en contra de la 
arbitrariedad de la Administración Pública, y de otro, lo constituye en tribunal de 
cierre en dicho ámbito de la jurisdicción, cuyos pronunciamientos están llamados 
a ser aquellos que orienten de manera última y definitiva la actividad de 
administrar justicia que se encomienda a todos los jueces y tribunales que 
conforman la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Al respecto, el H. Consejo de Estado10 profundizó la finalidad de la revisión 
eventual en los siguientes términos:  
 
 
“(….) la posibilidad de que el Consejo de Estado revise, con amplitud de 
facultades, las decisiones proferidas por los tribunales inferiores, en materia 
de acciones  populares, constituye herramienta que garantiza la efectividad 
del derecho a la igualdad. 
(….) 
…el fundamento de la fuerza vinculante relativa  de los argumentos que 
sustentan los pronunciamientos judiciales, la certeza que la comunidad 
jurídica aspira a tener en el sentido de que los jueces van a decidir los casos 
iguales de la misma forma, es decir, la  garantía de que el ejercicio de la 
función jurisdiccional atienda a los dictados del principio de la seguridad 
jurídica, como garantía de la estabilidad con la cual los ciudadanos precisan 
contar para ejercer sus derechos y libertades, así como para que se les 
asegure la vigencia de un orden justo - artículo 2 constitucional–”. 
 
 
Así mismo se justificó la revisión eventual de los Juzgados Administrativos como 
primera Instancia de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, lo que llevó a que 
el Consejo de Estado perdiera la competencia para decidir los recursos de 
apelación interpuestos contra sentencias de acciones populares, por lo que esta 
fue la razón para que la ley 1285 de 2009, estableciera un instrumento 
denominado “mecanismo de revisión eventual de acciones populares y de grupo”, 
cuya finalidad consiste en la unificación de la jurisprudencia en este tipo de 
acciones de rango constitucional. 
 
                                                          
10 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION 
PRIMERA. Consejero Ponente: MARCO ANTONIO VELILLA MORENO. Bogotá, D.C., diecinueve 
(19) de noviembre de dos mil nueve (2009). Radicación número: 73001-33-31-004-2008-00032-01 
(AP). Actor: MARÍA FERNANDA PAYÁN ISAZA 
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Sin embargo, con la Ley 1395 de 2010, se modificó la competencia para conocer 
de las acciones populares, estableciéndose que conocerían en primera instancia 
los Juzgados Administrativos cuando fueran en contra de entidades territoriales, y 
los Tribunales Administrativos contra entidades del orden nacional, significando 
con ello, la reactivación de la competencia del Consejo de Estado para conocer 
de estas. 
 
Se puede concluir entonces, que el “mecanismo de revisión eventual de acciones 
populares y de grupo”, fue creado como un instrumento para la unificación de la 
jurisprudencia por parte del Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo 
con miras a evitar la existencia de criterios contradictorios respecto de un mismo 
tema, derivados de su complejidad, indeterminación, ausencia de claridad 
normativa, vacío legislativo, confusión y diversidad de interpretaciones, 
inexistencia de criterio consolidado respecto de determinados tópicos, entre otros 
aspectos significativos o propios de la tarea unificadora. 
 
Con igual importancia, está el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), y el Código General del 
Proceso (Ley 1564 de 12 de julio de 2012), mediante las cuales se introdujeron 
modificaciones de fondo respecto al precedente y la extensión jurisprudencial11, y 
de las cuales se hablará en el capítulo 3 de esta investigación.  
 
En síntesis, se logró dar mayor claridad y entendimiento a los verdaderos orígenes 
del precedente jurisprudencial en el sistema de fuentes, esto es, que el verdadero 
precedente como fuente del derecho se dio con el sistema Common Law en 
Inglaterra donde no funciona como un criterio auxiliar, sino principal y obligatorio 
para la administración de justicia, pues su fundamento es que las nuevas 
decisiones se toman teniendo en cuenta las ya resueltas en casos anteriores, 
sistema que como se dijo, no aplica en Colombia. 
 
En efecto, dada la herencia histórica de Colombia, el sistema aplicable en 
Colombia es el denominado “romano francés”, cuyo fundamento es la ley, y para 
quienes la jurisprudencia en un principio, fue en algunas rechazadas o tomada con 
mucho escepticismo. 
 
Ahora, con la Constitución Política de 1991, se estableció que la ley es la fuente 
principal del derecho y la doctrina, los principios generales del derecho y la 
jurisprudencia son criterios auxiliares de la actividad judicial, por lo  que puede 
señalarse como superados los postulados de la escuela exegética, que influenció 
                                                          
11 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-634 de 2011. Referencia.: expediente D-8413. 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 10 (parcial) de la Ley 1437 de 2011 “por la cual 
se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” Actor: 
Francisco Javier Lara Sabogal. Bogotá D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil once (2011). 
Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA. 
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la construcción jurídica colombiana en el siglo XIX y XX y los métodos de 
interpretación tradicionales consagrados en la Ley 57 de 1887.  
 
Aunado a ello, con las interpretaciones que realiza la Corte Constitucional del 
artículo 230 de la Constitución, se observa que cambió el paradigma en la relación 
del juez y la ley, pues el juez no está únicamente subordinado a la ley sino que 
actúa y valora su aplicación para darle dinamismo al ordenamiento jurídico, lo que 
nos lleva indudablemente a entender la jurisprudencia como una fuente del 
derecho de carácter obligatorio en el que se aprecia la convergencia existente 
entre los sistemas del derecho civil y el common law. 
 
En todo caso, aún se presentan divergencias al momento de dar aplicación al 
precedente jurisprudencial, pues no solamente se encuentran los escépticos que 
consideran que darle el carácter formal del derecho, es poner en riesgo a la ley 
como fuente principal del derecho, sino que además, aunque la Jurisprudencia y la 
legislación han intentado crear reglas en materia de precedentes jurisprudenciales 
aplicables a todas las jurisdicciones, él mismo carece de unificación, situación que 
no corresponde con el criterio y fin último de este concepto, el cual es la seguridad 
jurídica y confianza legítima, más aún con el reiterado inconveniente que se viene 
presentando con las Altas Cortes, donde frente a un mismo caso se tienen 
diversas posiciones según el órgano en que se ventile, dejando al Juez del caso, 
en imposibilidad de determinar con certeza, cual Jurisprudencia utilizaría como 
precedente para fallar. 
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2. LA VERDADERA IMPLEMENTACIÓN DEL PRECEDENTE 
JURISPRUDENCIAL EN COLOMBIA 
 
 
2.1 A MANERA DE MARCO HISTORICO 
 
Se reseña a continuación el trabajo del profesor Juan Pablo Sarmiento-Erazo, 
titulado “El recurso extraordinario de unificación jurisprudencial, ¿hacia la 
instauración de un juez de casación en lo contencioso-administrativo?”, publicado 
en el año 2011, resultado de investigación en el Grupo de Investigación de la 
Universidad de los Andes en Derecho Público. 
Problema planteado: 
La Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo, ha establecido un 
nuevo recurso extraordinario llamado “unificación jurisprudencial”. Por supuesto, 
se trata de una institución novedosa, sin referente normativo en el procedimiento 
administrativo colombiano y con un impacto en diseño institucional que podría 
trasformar al Consejo  de Estado en un juez de unificación muy próximo al francés 
o a la Corte Suprema.  Con esto, argumenta el autor que en un desarrollo 
normativo novedoso en nuestra experiencia, el experimentalismo institucional ha 
llevado a instaurar un recurso  cuyas consecuencias aún no se prevén, pero que 
sin duda podrá impactar directamente en el rol judicial del Consejo de Estado 
colombiano. 
Hipótesis. 
El Consejo de Estado ha sido concebido como el máximo Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, incluso desde la pasada Carta de 1886 y su reforma 
de 1910. Empero, los recursos  que se le han adjudicado no hacen parte de 
aquellos identificables con la unificación en tutela o casación, en la medida en que 
el Consejo decide buena parte de sus trámites en calidad de juez de segunda 
instancia por medio de la impugnación de sentencias provenientes de los 
tribunales administrativos. 
Si bien el diseño institucional del Consejo de Estado ha variado recientemente y 
ha tenido a su cargo el estudio de recursos extraordinarios como la revisión y la 
súplica, es el recurso de unificación  jurisprudencial quien ha llamado la atención e 
invita a hacer un particular estudio. 
Objetivos. 
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Abordar los orígenes del Consejo de Estado en medio de la “regeneración” 
conservadora de finales del siglo XIX y su correlación con la centralización 
administrativa. 
Contextualizar brevemente el papel de la jurisprudencia y la característica 
capacidad de unificación del recurso de casación. 
Exponer el recurso de unificación jurisprudencial visto como técnica y como un 
diseño institucional propio. 
Referencias bibliográficas.  
Se consultaron 25 obras, entre ellas, 3 de Gustavo Quintero Navas; 15 artículos, 
entre ellos, 2 de Gustavo Quintero Navas, 5 de Juan Pablo Sarmiento Erazo; 1 
tesis de grado; 5 publicaciones colectivas. 
Desarrollo. 
El autor divide el contexto teórico conceptual en los siguientes apartados: I. El 
papel  del Consejo de Estado  a inicios del SIGLO XIX, fuente centralizadora del 
poder ejecutivo; II. El recurso de casación y su capacidad  centralizadora; III. El 
recurso de unificación jurisprudencial ¿hacia la trasformación  del rol judicial del 
Consejo de Estado. A continuación se hará un resumen de los dos primeros, pues 
son los que se ajustan a los propósitos del presente trabajo. 
I. El papel  del Consejo de Estado  a inicios del SIGLO XIX, fuente 
centralizadora del poder ejecutivo 
Desarrolla sobre la justicia administrativa colombiana un marco histórico, partiendo 
de la Constitución de 1886, porque a través de ésta se pretendió brindar 
estabilidad al Consejo de Estado y una primera propuesta hacia la dualidad de 
jurisdicciones. Dicha Carta, de corte conservador, puede entonces considerarse 
como aquella que daría punto final al debate respecto a la necesidad o utilidad de 
una jurisdicción dual. 
Remembra el autor que la Carta de 1886 tuvo como precursor el movimiento  
centralizador llamado  “La regeneración”, basado en el pensamiento conservador, 
fundamentado a su vez en las tendencias católica y conservadora en torno a la 
idea de desarrollo y centralización, esta última, como una reacción directa contra 
el federalismo extendido en Colombia desde 1867. 
En la Carta de 1886 se estatuye, sin vida legislativa, es decir, sin norma que le dé 
operancia, la jurisdicción administrativa, dependiente o cercana al poder central, 
en la medida en que estaba conformado por el Vicepresidente, y seis “vocales”, 
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dos nombrados por el Presidente, dos por el Senado y dos por la Cámara  de 
representantes. 
En el debate sobre las funciones del Consejo de Estado José María Samper 
proponía, como delegatario, se reconfigura más como un órgano de colaboración 
legislativa que como uno de control o juzgamiento. De este modo, señala el autor 
que la justicia administrativa es observada como una institución destinada no a la 
limitación del poder central, sino a la colaboración con este, hecho que permitiría a 
algunos autores aseverar que su inspiración era principalmente francesa, en la 
medida en que ejercía una competencia consultiva y auxiliar proyectista.  
Señala que en el marco del experimentalismo institucional colombiano, se 
instituyeron dos órganos judiciales fácilmente identificados con la centralización, a 
saber, la justicia administrativa y el recurso de casación, que mantenían la 
protección de la ley como única fuente de derecho y la unidad nacional como una 
meta política reaccionaria a situaciones de dispersión del poder en los 
departamentos y los municipios. 
Con todo, en Colombia fue el poder legislativo quien detuvo el despliegue de la 
dualidad de jurisdicciones. En efecto, los primeros proyectos orgánicos del 
Consejo de Estado conservaban la jurisdicción administrativa en la Corte Suprema 
de Justicia, quien decidía litigios contra  la Nación y los departamentos, y las 
nulidades de ordenanzas departamentales por resultar lesivas a derechos civiles. 
Incluso, la misma Corte parecería haber sentado una clara posición a favor de la 
centralización administrativa y territorial. 
La Ley 149 de 1888, régimen político y municipal, mantuvo  la composición del 
Consejo de Estado antes expuesta, es decir, del vicepresidente y seis delegatarios 
(art. 89); desarrolló las funciones del Consejo de Estado consistentes en la 
preparación de proyectos de Códigos, de leyes relativas a los distintos “ramos  de 
la legislación”, preservando las disposiciones vigentes que convenían. El Consejo 
de Estado  emitía conceptos no vinculantes para el gobierno, excepto cuando se 
votaba la conmutación de la pena de muerte. Sin embargo, el artículo 142 de la 
Ley 149, establecía la nulidad de una ordenanza departamental que fuera 
contraria a la Constitución o las leyes, o cuando  vulnerara derechos legalmente 
adquiridos, que sería decidida por el Tribunal  de Distrito Judicial y en segunda 
instancia, por la Corte Suprema de Justicia. 
Una  reformulación institucional se insinúa en el proyecto conservador destinado a 
controlar la legalidad de las ordenanzas departamentales a partir de la Ley 27 de 
1904, donde facultaría al Consejo para decidir la nulidad de las ordenanzas 
territoriales. En este caso, el Tribunal Superior de Distrito Judicial estaba obligado 
a enviar los procesos de nulidad contra ordenanzas territoriales al Consejo de 
Estado, para que él resolviera la nulidad; en caso contrario, se enviaba a la Corte 
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Suprema, si la sentencia era apelada. No obstante, esta facultad no fue ejercida 
por el Consejo. 
Con todo, el Consejo de Estado se limitó a actuar como un órgano estrictamente 
consultivo, lo que facilitaría su supresión por medio del Acto Legislativo 10 de 
1905, precedido por el presidente Rafael Reyes, lo cual evidencia la predilección 
que tenía el Presidente Reyes por el centralismo  y la autoridad, esta última 
reducida por un Consejo que de alguna manera sujetaría su capacidad de decisión 
y que parecería aproximarse al modelo republicano, situación inadmisible para un 
gobierno regeneracionista, conservador y centralista, que no estaba dispuesto a 
atenuar sus excesivas atribuciones, principalmente para el manejo del orden 
público y la conmutación de la pena de muerte. 
En este orden de ideas, el acto reformatorio No. 10 suprimió el Consejo de Estado 
sin trabas ni contrapesas, sin demora de una consulta facilitándose al Presidente 
de la República gobernar conforme a sus dictados en toda materia; conmutar la 
pena capital, aprobar tratados públicos, declarar turbado el orden, y así, investirse 
de facultades extraordinarias; decidir toda diferencia entre el gobierno y los 
reclamantes, por negocios particulares, abrir créditos extraordinarios, y retomar el 
presupuesto de gastos a su arbitrio.  
El acuerdo tendiente a limitar el poder ejecutivo se concretó en la Ley 130 de 1913 
y en la Ley 60 de 1914, que establecían el control  judicial a la actuación 
administrativa y creaban el Consejo de Estado como máxima corporación de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, pero no así como tribunal de casación.  
La Ley 130 de 1913 emerge, finalmente, por iniciativa gubernamental del 
presidente Carlos E. Restrepo, consagrando el Tribunal Supremo de lo 
Contencioso Administrativo, compuesto por seis magistrados elegidos por la Corte  
Suprema de Justicia y ocho tribunales administrativos departamentales elegidos 
por el Tribunal Contencioso. Un año más tarde su composición varió, y sus 
magistrados serían elegidos por el Congreso  de la república, por medio de un 
sistema que permanecería hasta 1957. 
La comisión encargada para proponer las normas que contendrían la “Legislación  
Administrativa” concibió un Código Contencioso Administrativo que postulara 
especialmente cuatro materias en la naciente jurisdicción, a saber, consultas, 
legalidad y control a los contratos de la administración, nulidad de ordenanzas 
territoriales y de actos administrativos de entes centrales por ilegales y acción 
indemnizatoria que incluía recompensas  militares  y reconocimiento de 
suministros, expropiaciones  y actos de guerra. 
En la Ley 130 de 1913 se instituyó también la revisión de los actos de las 
corporaciones o empleados de la administración en el ejercicio de sus funciones, 
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demandadas por las personas que se creyeran vulneradas en sus derechos, en 
los casos y dentro de los límites señalados por la ley, con unos magistrados 
aparentemente más independientes del poder ejecutivo. 
La Ley 130 fue decisiva para el control judicial a la administración en la medida en 
que permitió la revisión de actos administrativos centrales contrarios a las leyes y 
la Constitución, acción que podía ser interpuesta por cualquier persona. Asimismo, 
se instituyó una acción de carácter  patrimonial destinada  a reparar  o proteger  
un derecho de carácter subjetivo. 
Conclusiones:  
Primero: Aunque se trató de una institución bastante próxima a la práctica  
francesa, no se configuró como órgano de unificación jurisprudencial, pero sí como 
un órgano  de centralización administrativa en tanto  controlaba los “excesos” de 
las entidades territoriales.  
Segundo, se optó por un diseño institucional muy particular, resultado de un 
acuerdo partidista: la Unión republicana, tendiente a establecer un órgano judicial 
y técnico destinado al control de la administración pública, nacional y territorial, 
que finalmente se centraría en el control  de ilegalidad, reparación de daños 
patrimoniales y contencioso-electoral, como juez de instancia. 
II. El recurso de casación y su capacidad  centralizadora 
Sobre este recurso  de casación, el autor se remite a los estudios efectuados por 
Jorge  González Jácome y Alberto Goenaga. De Goenaga acota que señala el 
surgimiento del recurso de casación como urgente para el restablecimiento del 
régimen central que imponía una unidad de legislación, realizable solo por medio 
de un sistema uniforme de leyes. La concentración en la aplicación e 
interpretación de la ley en la Corte Suprema era un postulado, para Goenaga, 
imprescindible, coincidente con el francés, que solucionaba a primera vista la 
centralización territorial requerida. 
Los estudios del profesor Jorge González ubican la institucionalización del recurso 
de casación como una fuente poderosa de centralización y unificación. La 
unificación se realizaría por dos medios, a saber, el reconocimiento de la ley 
nacional como única fuente del derecho y la instauración de un recurso que 
unificara su interpretación y, por esta vía, centralizara las decisiones judiciales a 
nivel nacional. 
Considera el autor que el desarrollo legislativo de 1887 hacía un importante 
esfuerzo por determinar en qué momento la jurisprudencia de la Corte unificaba  
jurisprudencia y podía vincular a los demás jueces de la república, como fuente 
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subsidiaria pero complementaria de la ley, ergo, los conceptos de doctrina  
probable, doctrina  constitucional y doctrina  legal harían parte de ese esfuerzo, se 
reitera, por unificar y centralizar  las decisiones judiciales en torno  a una gran 
Corte. Las doctrinas  enunciadas, como fuentes de derecho, se encontraban  
asociadas a las decisiones de la Corte  Suprema, que dadas las atribuciones 
constitucionales, contencioso-administrativas y ordinarias que tenía, cobijarían  al 
resto de órganos que entrarían a funcionar con posterioridad a la reforma 
constitucional de 1910. 
A continuación, el autor efectúa brevemente el alcance y relación funcional entre  
la unificación y la centralización.  
En primer lugar trata de la llamada “doctrina legal”, ésta supone una interpretación 
originaria y obligatoria para  todos  los funcionarios de la rama judicial y se predica 
exclusivamente sobre normas relativas a la organización judicial, considera que la 
“doctrina probable” implica una interpretación dirigida a la unificación del sentido 
de la ley, producto del recurso de casación, según la definición contenida en el 
artículo 4 de la Ley 169 de 1896, que autoriza expresamente a la Corte Suprema 
de Justicia para variar la doctrina probable, cuando desee realizar correcciones  
sobre la posición que habría  sentado con anterioridad la misma ley. 
El recurso de casación se ha mantenido en la jurisdicción ordinaria, como el 
portador de la doctrina  probable. De allí que, a manera  de ejemplo, el artículo 86 
del Decreto  2158 de 1948 estableciera que la casación tiene como principal 
función unificar la jurisprudencia, o que el artículo  7 del Decreto 1819 de 1964 
dictaminara que la Sala de Casación Laboral sesionaría  en pleno cuando “se trate 
de modificar una jurisprudencia”. 
Los fines de la casación en la jurisdicción ordinaria fueron desarrollados también 
por el –aún- vigente Código de Procedimiento Civil, Decreto  1400 de 1970, que 
señalaba  la unificación de la jurisprudencia como el “fin primordial” de este 
recurso extraordinario.  
Lo propio ha hecho el Decreto 2700 de 1991, Código de Procedimiento Penal, que 
además establece que, discrecionalmente, la Sala de Casación Penal puede, a 
solicitud del Procurador, conceder el recurso “para el desarrollo de la 
jurisprudencia”. Esta función prioritaria fue ratificada  por  la Ley 600 de 2000, 
agregando en su artículo 214 una institución bastante novedosa, retomada quizá 
como un instrumento de descongestión judicial, la Corte Constitucional declaró 
inexequible dicha norma.  
El artículo 220 del Código de Procedimiento Penal establece la acción de revisión, 
que procede contra las sentencias ejecutoriadas. Esta acción de revisión es 
confirmada por medio del artículo 192 del Código actualmente vigente, Ley 906 de 
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2004, que permite comprender el papel unificador de la Corte  Suprema  de 
Justicia por medio del señalado recurso extraordinario. 
La acción de revisión, otorga un efecto retroactivo a las nuevas posturas  
jurisprudenciales y, junto  a la unificación jurisprudencial, gana con ello un poder  
vinculante que se desprende supuesto del principio de favorabilidad del procesado 
en materia  penal. 
Recientemente se ha consagrado en la legislación colombiana una regla, también 
sin antecedentes, cuya función principal parecería ser la descongestión  judicial, y 
no la centralización judicial. Se trata  de la Ley 1395 de 2010, “Por la cual se 
adoptan medidas en materia de descongestión judicial”. Tres son los artículos que 
atañen a la materia objeto de estudio del presente documento: los artículos 
4, 114 y 115 de esta ley, que hacen un significativo aporte. En ellos, parecería  
ampliarse  el poder  unificador  de la jurisprudencia del Consejo de Estado mucho 
más allá de lo que se lograría realizar con ocasión a algún recurso de unificación, 
como lo ha sido la casación. 
El artículo 4 de la Ley 1395 de 2010 señala la facultad de las Salas de Decisión en 
pleno, para “unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial”. Como 
se constata, se atrae para todas las Salas de Casación lo dispuesto por el artículo 
7 del Decreto 1819 de 1964. Este artículo, como se ha mencionado, supone que la 
unificación y la creación del precedente  judicial deben ser desarrolladas por la 
Sala de Casación en pleno. Si bien no otorga mayor capacidad centralizadora, sí 
genera un proceso de decisión calificado en tanto se trata de una decisión que 
podría entenderse como trascendental. 
El artículo 114, derogado por la Ley 1437 de 2011, establecía que todas  las 
entidades  públicas, en ciertas materias, “tendrán en cuenta los precedentes 
jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa administrativa (…) por los 
mismos hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos 
análogos”. La  función de descongestión parecería  sacrificar  la capacidad 
creadora  de derecho a favor de la pronta resolución de conflictos. 
Por medio de la Sentencia C-539 de 2011, la Corte Constitucional declaró la 
exequibilidad condicionada del artículo 114 antes expuesto, haciendo dos 
consideraciones pertinentes sobre la materia: Primero, que los precedentes 
jurisprudenciales en materia ordinaria y contencioso- administrativa, constituyen  
un mecanismo legítimo desde la perspectiva constitucional para  agilizar y 
descongestionar la justicia. 
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En segundo lugar, que las materias objeto de seguimiento particular del 
precedente son de gran importancia y, por ello, han provocado una importante 
congestión judicial, dado justamente el desconocimiento del precedente. 
En  la sentencia  C-539 del 2011, la Corte Constitucional señaló cinco razones por 
las cuales los recursos de unificación resultan de especial importancia para el 
funcionamiento del ordenamiento jurídico: 1) que el respeto del precedente  
supone el respeto al debido proceso y del principio de legalidad; 2) que las Cortes 
fijan el alcance y contenido de las normas constitucionales y legales, cuyas 
decisiones hacen tránsito a cosa juzgada y tienen fuerza vinculante;  3) que las 
decisiones de las autoridades administrativas no pueden ser arbitrarias y deben 
motivarse de manera objetiva y razonable; 4) que el desconocimiento del 
precedente implica la responsabilidad de los servidores públicos; y 5) que las 
actuaciones y decisiones de las autoridades administrativas deben respetar la 
igualdad de todos ante la ley. 
Por medio del fallo mencionado, la Corte declaró condicionadamente exequible la 
expresión “que en materia ordinaria o contenciosa administrativa” que contiene la 
Ley para la definición del precedente judicial.  
El artículo  114 de la Ley 1395 de 2010 estuvo vigente hasta el 12 de julio de 2012 
y trató los siguientes ítems en materia objeto de unificación: 
•    Reconocimiento y pago pensiones de jubilación, prestaciones sociales y 
salariales 
•    Daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, 
conscriptos 
•    Conflictos tributarios o aduaneros 
•    Peticiones o expedición de actos administrativos 
Juez competente para crear el precedente 
•    Juez ordinario 
•    Juez Contencioso Administrativo 
•    Juez constitucional en tutela (Sentencia C-539 de 2011) 
Cuantificación y calificación del precedente 
•    Cuantificación 
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•    Cinco o más casos 
•    Cualificación 
•    Identidad en las pretensiones y hechos 
•    Analogía de los asuntos objeto de revisión 
El artículo  115 de la comentada Ley 1395 de 2010 establece la facultad para los 
jueces, tribunales, Altas Cortes, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura y los Consejos Seccionales de la Judicatura para que, “cuando existan 
precedentes jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de la Constitución Política, 
el artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4º de la Ley 169 de 1896”, 
puedan fallar o decidir casos similares, sin tener que respetar  el turno  de entrada 
o de ingreso de los citados procesos. 
Empero, la importancia de la norma consiste en observar la manera en que el 
legislador ha ampliado, recientemente, el poder de unificación, se ha pasado de un 
recurso de casación, cuyo “fin primordial” es la unificación jurisprudencial, a 
atribuir dicha capacidad a las sentencias de unificación de tutela y, ahora, a las 
sentencias emitidas por el Consejo de Estado. 
Conclusiones finales 
Con la consagración del recurso de unificación jurisprudencial en lo contencioso-
administrativo se podría estar en la consagración de un Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo de corte casacionista.   
Si bien existen múltiples diferencias que no vale la pena retomar entre el recurso 
extraordinario de casación y el de unificación jurisprudencial, en especial aquellos 
referidos a la técnica del recurso propiamente, su funcionalidad y efectos se 
acercan significativamente. 
Parecería  innecesario negar que en la práctica sean los jueces quienes han 
determinado la manera en que se ha desarrollado el derecho administrativo 
colombiano. Con todo, será el Consejo de Estado  quien definirá y protegerá  su 
capacidad creadora  de derecho, haciendo uso ahora de un novedoso recurso de 
unificación. 
La ley establece como obligación del operador jurídico la de decidir de manera  
uniforme a casos similares con las sentencias de unificación del Consejo de 
Estado.   
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La unificación jurisprudencial de acciones constitucionales que ha sido excluido de 
las normas antes enunciadas parecería haberse retomado con el artículo 11 de la 
Ley 1285 de 2009, que finalmente reformó el artículo 36A de la Ley 270 de 1996, y 
concedió al Consejo de Estado la facultad de, a petición de parte o del Ministerio  
Público, seleccionar asuntos relativos a las acciones populares o de grupo para su 
eventual revisión, “con el fin de unificar la jurisprudencia”. 
La unificación parece haberse establecido entonces como una atribución propia  
del máximo Tribunal  de lo Contencioso Administrativo, que para la jurisprudencia 
constitucional ha significado una función primordial de integrar y unificar la 
jurisprudencia en lo que concierne a dicha  jurisdicción.   
No  obstante, para  el caso de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, la 
Corte Constitucional ha advertido que esta facultad  no es asimilable al ejercicio de 
una Corte de Casación, por el contrario, advierte que evidentemente se trata de 
una  disposición contraria, puesto que en se trata de “dos calidades no son 
asimilables”. 
En el sentido antes  advertido, será el juez contencioso-administrativo quien 
definirá también en qué consisten las razones de “importancia jurídica, 
trascendencia económica o social o necesidad de sentar jurisprudencia”. 
Parecería, en realidad, ser el punto de discrecionalidad judicial que respetaría su 
poder creador de derecho y en especial, posiciona a su jurisprudencia como una 
rica fuente de precedentes y doctrina  probable. 
 
2.2 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991. 
 
Respecto a la implementación del precedente jurisprudencial en la toma de las 
decisiones judiciales en Colombia, se debe tener en cuenta su concepción 
constitucional y legal, abordando la interpretación que sobre la misma, han 
proferido las Altas Cortes, especialmente la Corte Constitucional, interprete 
auténtico de la Constitución Política de 1991. 
 
Para ello, resulta importante mencionar, que aún después de veintitrés años de 
haberse promulgado la Carta Política de Colombia, en la cual se estableció en el 
artículo 230 constitucional, que la jurisprudencia, constituye un criterio auxiliar de 
interpretación para los operadores jurídicos al momento en que profirieran un fallo, 
tal definición, en principio, le quito el carácter vinculante al precedente emitido por 
la Corte Constitucional, al catalogarla como “fuente auxiliar de interpretación”. Sin 
embargo, como se explicará más adelante, tal concepción ha sido replanteada por 
la propia Corte, quien en sentencias, ha definido al precedente jurisprudencial, 
como una fuente formal en el ordenamiento jurídico colombiano. 
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En ese sentido, el artículo 230 de la Constitución Política concibió al precedente 
judicial, en los siguientes términos: 
 
 
ARTÍCULO 230.- Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al 
imperio de la ley. 
 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la 
doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial. (Cursiva y subrayado 
fuera de texto). 
 
 
Ahora bien, esa concepción constitucionalista fue el primer acercamiento en el 
derecho colombiano respecto de la incorporación de la figura del precedente 
jurisprudencial, la cual se dio a partir de la integración de lo que fue en Inglaterra y 
Estados Unidos o derecho anglosajón, la figura del common law, es decir, donde 
la interpretación de los operadores jurídicos, plasmados a través de sus 
pronunciamientos jurisprudenciales, constituía ley para las partes y, por lo tanto 
eran vinculantes para el ordenamiento jurídico de origen anglosajón. 
 
En ese sentido, se observa que el sistema jurídico colombiano siendo de origen 
Romano-Germánico o de derecho civil, donde tiene un carácter legislado con 
prevalencia en la ley, se introdujo una figura propia del derecho anglosajón, pues 
no puede negarse que el precedente judicial fue trasplantado12 del sistema del 
common law o derecho común, el cual es eminentemente jurisprudencial con 
fuerza jurídica, al ordenamiento jurídico colombiano sufriendo por parte de la Corte 
Constitucional una mutación con relación a la teoría original. 
 
Ahora, si bien en Colombia la teoría del precedente jurisprudencial se 
institucionalizó con el artículo 230 constitucional, el cual permitió a los operadores 
jurídicos tener como criterio de interpretación, la jurisprudencia emitida por la 
Corte Constitucional, tal como esta se encontraba concebida, le permitió al juez 
utilizarla como una fuente auxiliar de derecho, aunque con la libertad de aplicarla o 
no, es decir, que al no ser vinculante las sentencias proferidas por la Corte 
Constitucional, no se podía establecer la rigidez propia de las fuentes formales del 
derecho, por lo menos, en lo que respecta en sus primeros años de 
funcionamiento, cuando se utilizó un sistema flexible de libre jurisprudencia. 
 
Cabe resaltar, que fue precisamente a partir de la Constitución de 1991, que en 
Colombia no sólo se introduce la figura del precedente jurisprudencial, sino que en 
cierta medida, se abandona un poco, la tendencia germano-románica que ha 
                                                          
12 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. ¿Por qué hablar de una “teoría impura del derecho” para 
América Latina? En: Teoría del derecho y trasplantes jurídicos. Bogotá D.C. Siglo del hombre 
Editores. 2009. Pág. 68. 
26 
caracterizado el derecho colombiano, para darle paso a una figura propia del 
derecho anglosajón, el precedente. 
 
Situación que ha conllevado numerosos comentarios, tanto que cambio el 
escenario judicial existente hasta ese momento en el país, pues la concepción 
legalista que primó en el ordenamiento jurídico cedió terreno y espacio a una 
figura, que si bien era nueva en el país, ya había hecho carrera en otras latitudes 
del mundo, con resultados favorables, cuando se permitía resolver situaciones 
similares o análogas con los mismos criterios fallados con anterioridad por un juez, 
siendo extensible a otros operadores jurídicos, ya no bajo un sistema flexible de 
jurisprudencia, sino vinculante para todo el escenario jurídico. 
 
De allí que esa figura constitucional, no sólo vino a cambiar la forma de concebir el 
derecho en sí, sino que con las prerrogativas que se les dio a los jueces, esto es, 
las facultades interpretativas que debían hacer del derecho, las mismas, debían 
ser respetadas por otros jueces de la República, situación que materializaba el 
respeto a principios fundamentales, como la seguridad jurídica y la igualdad de los 
asociados frente a los criterios de interpretación que realizaran los operadores 
jurídicos.  
 
Quiere ello decir, que la Constitución Política de Colombia de 1991, fue la 
transformadora primigenia, que incorporó en el derecho colombiano una figura que 
se ha mantenido en la justicia y que es hoy por hoy, una fuente formal de 
interpretación, tal como se dejará esbozado en los aportes jurisprudenciales que 
las Altas Cortes han realizado a través de sus sentencias, las cuales, no solo 
resolvieron de forma tajante la discusión frente a la obligatoriedad o no de las 




2.3. APORTES JURISPRUDENCIALES DE LAS ALTAS CORTES. 
 
 
2.3.1. Corte Constitucional. 
 
Como se venía mencionando en el acápite precedente, la responsable de cambiar 
la concepción original de precedente judicial en Colombia, fue la Corte 
Constitucional, quien a través de sus fallos, transformó no sólo el escenario judicial 
con la emisión de juicios que con sus providencias emitía, sino frente a la 
vinculatoriedad que le otorgó a sus fallos, haciéndolos extensivos a todos los 
operadores jurídicos. Una tarea difícil, tras derrocar la concepción 
constitucionalista, que la situaba como un mero criterio auxiliar de interpretación 
pero que con criterio y posiciones serias emitidas en sus pronunciamientos, logro 
situarla como fuente, no auxiliar, sino formal de derecho. 
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Sin embargo, no puede olvidarse que si bien la jurisprudencia se concibió de una 
forma más flexible en sus primeros años de aplicación en el ordenamiento jurídico, 
no dejaba de tener protagonismo en la forma en que los jueces interpretaban el 
derecho. Y ello es tan cierto, que el precedente judicial ha tenido una evolución 
jurisprudencial en la Corte Constitucional, precisamente porque existió una 
primera Corte conservadora y aferrada a la tradición del sistema de fuentes 
reconociendo el criterio auxiliar de la jurisprudencia, en el sentido de permitir el 
sistema de libre jurisprudencia13; no obstante, luego de 1998 se integró una Corte 
reformista que promovía en la jurisprudencia14 el uso amplio del precedente 
vinculante relativo y no la jurisprudencia indicativa u orientadora. 
 
Así mismo, han sido numerosas las teorías que en el ordenamiento jurídico han 
respaldado el precedente judicial en Colombia; por un lado, está la teoría del 
derecho viviente, creada por los jueces en su jurisprudencia con el fin de dar una 
interpretación al sentido vivo de la norma, es decir, el alcance que tiene el derecho 
cuando es aplicado en la realidad, es así, que la jurisprudencia de los Tribunales 
de cierre de cada jurisdicción “constituye un referente indispensable para apreciar 
el significado viviente de las normas jurídicas”15; de esta manera, la 
materialización de la mencionada teoría se da con el precedente judicial, 
reafirmando su importancia y solidez por ser consustancial y vivificar el derecho 
viviente. 
 
Un aspecto importante que debe tenerse en cuenta frente a la teoría del 
precedente jurisprudencial, es que si bien busca garantizar una estabilidad y 
seguridad jurídica, al definir los lineamientos que deben mantener los demás 
operadores jurídicos, cuando en sus pronunciamientos hagan referencia a 
jurisprudencia  por ser ésta vinculante a los jueces de menor jerarquía frente al 
análisis que éstos realicen sobre un tema en concreto, es también el derecho a la 
igualdad, el que le imprime importancia a la protección y trato que en sus 
sentencias establecen los jueces; igualdad que en todo caso, tiene una doble 
acepción: la primera, un principio constitucional y la segunda, un derecho 
fundamental consagrado en el artículo 13 de la Carta, el cual reconoce la igualdad 
ante la ley y la igualdad de protección y trato por parte de las autoridades.  
                                                          
13 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. Jorge Arango Mejía. Sentencia C 113 de 
1993, Expediente: D-096. Demandantes: José Pedraza, Luz Pedraza y Gonzalo Mejía. Bogotá, 
veinticinco (25) de marzo de 1993.  Sentencia C 131 de 1993. Expediente: D-182. Demandantes: 
Andrés de Zubiria y Lizeth Arbeláez. Bogotá, primero (1) de abril de 1993. Magistrado Ponente: Dr. 
Alejandro Martínez Caballero. 
14 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. Sentencia C 083 de 
1995, Expediente: D-665. Demandante: Pablo Antonio Bustos. Bogotá, primero (1) de marzo de 
1995. Sentencia T 175 de 1997, Acumulación de sentencias en contra del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público. Bogotá, ocho (8) de abril de 1997. Magistrado Ponente: Dr. José Gregorio 
Hernández. 
15 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil. Sentencia T 248 
de 2008. Expediente: T-1.606.678. Accionante: Gabriel Echeverri. Bogotá, seis (6) de 
marzo de 2008. 
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Así lo ha entendido la Corte Constitucional, cuando en sentencia de 2001, 
estableció frente al principio de igualdad lo siguiente:  
 
 
Sin embargo, estas dos garantías operan conjuntamente en lo que respecta a 
la actividad judicial, pues los jueces interpretan la ley y como consecuencia 
materialmente inseparable de esta interpretación, atribuyen determinadas 
consecuencias jurídicas a las personas involucradas en el litigio. (…)16.   
 
(…) La primera [garantía] está dirigida a impedir que el Legislador o el 
Ejecutivo en ejercicio de su poder reglamentario concedan un tratamiento 
jurídico a situaciones de hecho iguales sin que exista para ello una 
justificación objetiva y razonable. La segunda, en cambio, vincula a los jueces 
y obliga a aplicar las normas de manera uniforme a todos aquellos que se 
encuentren en la misma situación, lo que excluye que un mismo órgano 
judicial modifique arbitrariamente el sentido de decisiones suyas 
anteriores17(Subrayado y cursiva  fuera de texto). 
 
 
Y es precisamente esta teoría, la que respalda el precedente judicial en Colombia, 
dado que, en virtud del derecho a la igualdad debe darse aplicación igualitaria a 
situaciones iguales, esto es, que los jueces deben aplicar e interpretar la norma de 
manera uniforme a situaciones fácticas análogas, y en caso de cambiar sus 
posturas jurídicas deberá razonable y suficientemente motivarlo; por su parte, si el 
juez arbitrariamente produce un cambio de su precedente incurre en una violación 
al derecho a la igualdad, lo que genera una vía de hecho por desconocimiento del 
precedente judicial pudiendo ser ésta atacada mediante acción de tutela. 
 
Pero si bien es cierto que el derecho a la igualdad juega un papel protagónico en 
la interpretación que los jueces emiten en sus sentencias, también lo es, que otros 
principios constitucionales son desarrollados en la jurisprudencia de las Altas 
Cortes, como lo es la seguridad jurídica, la buena fe y la confianza legítima. Es 
decir, que cuando un ciudadano accede a la administración de justicia adquiere el 
derecho de garantía del principio de seguridad jurídica, el que le permite 
justamente con base en el precedente judicial conocer cuáles son sus derechos y 
prever razonablemente el sentido de la sentencia que proferirá el juez, en efecto, 
todo ello va ligado con la buena fe y la confianza legítima.  
 
En relación con lo mencionado, la Corte Constitucional ha manifestado que: 
 
 
                                                          
16CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Escobar Gil. Sentencia C 836 de 
2001, Expediente: D-3374. Demandante: Carlos Alberto Maya. Bogotá, nueve (9) de agosto de 
2001. 
17 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. Sentencia T-256 
de 1993, Expediente: T-10282. Actor: Santiago Huertas. Bogotá, treinta (30) de junio de 1993. 
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La certeza que la comunidad jurídica tenga de que los jueces van a decidir los 
casos iguales de la misma forma es una garantía que se relaciona con el 
principio de la seguridad jurídica.  (…) ésta tiene un valor instrumental 
indiscutible como garantía general para el ejercicio de los derechos y 
libertades fundamentales de las personas.  
 
En su aspecto subjetivo, la seguridad jurídica está relacionada con la buena 
fe, consagrada en el artículo 83 de la Constitución, a partir del principio de la 
confianza legítima.  Este principio constitucional garantiza a las personas que 
ni el Estado, ni los particulares, van a sorprenderlos con actuaciones que, 
analizadas aisladamente tengan un fundamento jurídico, pero que al 
compararlas, resulten contradictorias. El derecho de acceso a la 
administración de justicia implica la garantía de la confianza legítima en la 
actividad del Estado como administrador de justicia18.  
 
 
En este sentido,...el artículo 83 de la Carta Política establece que las actuaciones 
de los particulares y de las autoridades públicas deben ceñirse al principio de la 
buena fe, el cual, según la jurisprudencia constitucional, se entiende como un 
imperativo de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que acompaña 
a la palabra comprometida, se presume en todas las actuaciones y se erige en 
pilar fundamental del sistema jurídico19. 
 
Ahora bien, volviendo al punto de la investigación, respecto del precedente 
judicial, es que lo que se busca promover en esencia, es la preservación del 
ordenamiento jurídico y en especial de la Constitución Política, la cual por ser una 
norma de textura abierta, admite interpretaciones, pero también lo que se busca, 
es la protección de los derechos de las personas a partir del principio de seguridad 
jurídica, el cual le permite prever la interpretación y aplicación del derecho que 
hará el juez y; tercero, la constante evolución y actualización del derecho 
conforme con las realidades sociales, económicas, políticas y culturales. 
 
Consecuencia de todo lo mencionado hasta ahora, es que no puede desconocerse 
que los Jueces de la República por estar sometidos a los derechos, garantías y 
libertades constitucionales fundamentales, están obligados a respetar los 
fundamentos jurídicos -sentencias- mediante los cuales se han resuelto 
situaciones análogas anteriores. De esta manera, esta obligación de respeto por 
los propios actos implica, no sólo el deber de resolver casos similares de la misma 
manera, sino, además, el de tenerlos en cuenta de manera expresa, es decir, la 
obligación de motivar sus decisiones con base en su propia doctrina judicial,20 lo 
                                                          
18 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 836-01, Op. Cit. Pág. 27 
19 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrada Ponente: Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
Sentencia C-131 de 2004, Expediente: D-4599. Demandante: Manuel Restrepo. Bogotá, 
diecinueve (19) de febrero de 2004. 
20 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 836-01, Op. Cit. 
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que no obsta de poder separarse del precedente argumentando de manera 
razonada y suficiente los motivos.  
 
De igual manera, resulta ilustrativo para esta investigación, hacer mención de las 
primeras líneas jurisprudenciales emitidas por la Corte Constitucional, las cuales 
se pueden traducir como los pronunciamientos más importantes de la Corte para 
el periodo 1992-1995.  
 
Pues bien, se tiene como primera medida la sentencia T-006 de 199221 en la cual 
la Corte Constitucional, sostiene de manera clara la función unificadora de la 
jurisprudencia de la jurisdicción constitucional al indicar:  
 
 
“La competencia de la Corte para revisar sentencias de tutela es una 
manifestación de su posición como máximo tribunal de la Jurisdicción 
Constitucional y obedece a la necesidad de unificar la jurisprudencia 
nacional sobre derechos fundamentales”22. 
 
 
De igual modo, en sentencia T-406 de 1992 la Corte, reconoce el valor de la 
jurisprudencia sosteniendo que  
 
 
...es innegable el valor pedagógico e incluso “normativo-general” de la 
jurisprudencia de tutela que crea la Corte Constitucional y su importancia y 
alcance apenas empiezan a vislumbrarse en el panorama jurídico nacional,...  
 
 
Así mismo, en otros pronunciamientos23 la Corte refiere el concepto de doctrina 
constitucional que debe ser cumplido por los funcionarios y los particulares.  
 
En la sentencia C-018 de 199324 la Corte con ocasión de un fallo de 
constitucionalidad del artículo 34 del Decreto 2591 de 1991, aclara que con dicha 
disposición:  
                                                          
21 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. Sentencia T 
006 de 1992. Expediente: T-221. Actores: Julian Peláez y Luís Arias. Bogotá, doce (12) de mayo 
de 1992. 
22 ibídem. 
23 Sobre el tema, se ha pronunciado en Sentencias T-279 de 1993, Expediente: 12371. Actor: 
Carlos Julio Barón. Bogotá, veintiséis (26) de julio de 1993. Magistrado Ponente: Dr. Hernando 
Herrera. Sentencia T-289 de 1993, Expediente: 12941. Actor: Manuel Arcadio Mora. Bogotá, 
veintiséis (26) de julio de 1993. Magistrado Ponente: Dr. Hernando Herrera y Sentencia T-306 de 
1993. Expediente: 12485. Actor: Víctor José Cadena. Bogotá, tres (3) de agosto de 1993. 
Magistrado Ponente: Dr. Hernando Herrera. 
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(…) se busca específicamente unificar las sentencias de revisión de tutela de 
la Corporación. Ello por cuanto la jurisprudencia de la Corte debe ser 
universal, coherente y consistente, con el ánimo de realizar el principio de 
igualdad material (art. 13 de la carta), en virtud del cual se debe conferir igual 
tratamiento a situaciones similares, así como propiciar un mínimo de certeza 
en el tráfico jurídico. 
 
(…) Por otra parte la norma acusada es concordante con el artículo 243 de la 
Constitución, que dice: “Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control 
jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional”. Advierte la Corte 
que en el artículo 243 de la Carta se consagra la denominada “cosa juzgada 
constitucional”, en virtud de la cual las sentencias de constitucionalidad de la 
Corte Constitucional, a diferencia de toda otra sentencia de cualquier juez o 
tribunal de la República, presentan las siguientes características:  
 
- Obligan para todos los casos futuros y no sólo para el caso concreto. 
 
- Como todas las sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada, no se puede 
juzgar nuevamente por los mismos motivos sino que el fallo tiene certeza y 
seguridad jurídica. Sin embargo, a diferencia del resto de los fallos, la cosa 
juzgada tiene fundamento constitucional -art. 243 CP- y no simplemente 
fundamento legal -arts. 175 del código contencioso administrativo, 15 del 
código de procedimiento penal y 332 del código de procedimiento civil 
 
- Los fallos de constitucionalidad hacen tránsito a cosa juzgada material con 
efectos erga omnes, mientras que los demás fallos sólo tienen efectos inter 
partes. (…) 
 
- Todos los operadores jurídicos de la República, al interpretar la norma 
objeto de un pronunciamiento de la Corte Constitucional proferido en ejercicio 
del control de constitucionalidad, quedan obligados por el efecto de la cosa 
juzgada material de las sentencias de la Corte. 
 
Se observa en consecuencia que entre una sentencia de constitucionalidad 
de la Corte Constitucional y cualquier otra sentencia media una diferencia 
cualitativa: tienen diferente fuerza jurídica. 
 
(…) La jurisdicción constitucional, por medio de su jurisprudencia y su 
doctrina, es un importante mecanismo de integración política y social. Las 
decisiones de tutela de la Corte Constitucional, se reitera, no se limitan a 
resolver el conflicto particular sino que tienen un efecto pedagógico que 
afianza y arraiga el papel rector de la Constitución en el arbitraje social y la 
regulación de la vida en comunidad. La jurisprudencia constitucional de 
derechos fundamentales cumple así una triple función legitimadora: es marco 
                                                                                                                                                                                 
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Sustanciador: ALEJANDRO MARTINEZ 




de referencia para las autoridades y los particulares, asegura la efectividad de 
los derechos, principios y deberes consagrados en la Constitución y genera el 
consenso social indispensable para la convivencia pacífica. En este contexto 
y no en otro es que debe entenderse la fuerza jurídica de las sentencias de 
revisión que profiere la Corte Constitucional. 
 
 
La anterior posición, fue retomado en la sentencia C-104 de 199325, en donde con 
ocasión del análisis del recurso de súplica en la jurisdicción contenciosa, expone 
la clasificación de fuentes del derecho, el valor de la jurisprudencia y la define 
“...como el conjunto de providencias dictadas por los altos tribunales que 
desatando casos iguales decide en forma uniforme”. Así mismo, dicha sentencia 
frente al proceso de unificación de la jurisprudencia manifiesta: “Le corresponde al 
operador jurídico, entonces, apreciar ambos elementos al momento de aplicar una 
norma jurídica. Ahora bien, en el caso de los jueces, según el artículo 228 de la 
Constitución, ellos son independientes para apreciar tales elementos. En virtud de 
dicha independencia, los jueces pueden no siempre coincidir en sus 
apreciaciones”.  
 
De igual modo, en la sentencia C-131 de 199326 al revisar la constitucionalidad del 
Decreto 2067 de 1991, artículo 2 en sus numerales 2, 3, 4 y 5; y artículo 23, la 
Corte avanza en su proposición y señala con claridad que sus sentencias hacen 
tránsito a cosa juzgada y que constituyen una fuente obligatoria para los jueces, 
previendo que  
 
 
...goza (n) de cosa juzgada explícita la parte resolutiva de las sentencias, por 
expresa disposición del artículo 243 de la Constitución y goza de cosa 
juzgada implícita los conceptos de la parte motiva que guarden una unidad de 
sentido con el  dispositivo de la sentencia, de tal forma que no se pueda 
entender éste sin la alusión a aquéllos. (…) los fundamentos contenidos en 
las sentencias de la Corte Constitucional que guarden relación directa con la 
parte resolutiva, así como los que la corporación misma indique, pues tales 
argumentos, en la medida en que tengan un nexo causal con la parte 
resolutiva, son también obligatorios y, en esas condiciones, deben ser 
observados por las autoridades y corrigen la jurisprudencia. 
 
 
Otra de las sentencias más importantes de este período, es la sentencia C-486 de 
1993, en la cual Corte Constitucional analiza si la costumbre, además de ser 
utilizada como criterio auxiliar de la actividad judicial, podía ser considerada fuente 
de producción jurídica, es decir,  
                                                          
25 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero. Sentencia C-
104 de 1993. Expediente: D-164. Once (11) de marzo de 1993. 
26 Ibídem  
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...constituir un hecho generador de normas jurídicas que el juez pueda y 
deba, en ciertos casos, aplicar y con base en ellas resolver las controversias 
sometidas a su decisión”, señala que la palabra “ley” inserta en el artículo 230 
de la Constitución Política no se refiere a una norma aislada, al respecto ha 
dicho la Corte “que se integra por poderes organizados que ejercen un tipo 
específico de control social a través de un conjunto integrado y armónico de 
normas jurídicas. El ordenamiento jurídico, desde el punto de vista normativo, 
no puede reducirse a la ley. De ahí que la palabra “ley” que emplea el primer 
inciso del artículo 230 de la Constitución Política necesariamente designe 
“ordenamiento jurídico”.  
 
 
Es así que con este pronunciamiento, la Corte reconoce la importancia de otras 
fuentes del derecho, como son la costumbre y la jurisprudencia, señalando que 
éstas hacen parte del ordenamiento jurídico colombiano y por ello el juez puede 
utilizarlas en sus fallos.  
 
 
2.3.2 Corte Suprema de Justicia. 
 
 
En primer lugar hay que mencionar, que si bien el concepto de precedente judicial 
inició con la incorporación que hiciera el constituyente en la Carta Política, en la 
jurisdicción ordinaria ya se venía manejando un concepto, que si bien, difiere en 
parte de la concepción constitucionalista, le dio paso a la unificación de 
jurisprudencia de las sentencias de casación que emitiera la Sala Civil de la Corte 
Suprema de Justicia, estamos haciendo referencia, al concepto de doctrina 
probable que se incorporó en el ordenamiento jurídico a partir de las Leyes 153 de 
1887 y 169 de 1896.  
 
Así las cosas, la Corte Constitucional, tras el estudio de constitucionalidad que 
realizara sobre las leyes que incorporaban en la justicia colombiana, la figura de la 




(1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de 
establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter 
decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del 
ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación 
a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad 
frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del 
principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, 
prohibiéndole actuar contra sus propios actos (…)27. 
                                                          
27 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 836-01, Op. Cit. Pág. 27. 
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Sin embargo, si bien se realiza una mención, a lo que fue en la jurisdicción 
ordinaria, los inicios del uso del precedente emitida por una Alta Corte, ésta se 
realiza con fines meramente académicos e indicativos, en aras de explicar que si 
bien, solo hasta 1991 se puede hablar de precedente judicial, ya existía, de 
antaño, en el ordenamiento jurídico, una figura que aunque tenía características 
únicas y disimiles frente al precedente, si constituyen para esta investigación, en 
un vestigio importante cuando de precedente se trata, pues la unificación que se 
formará en la Corte Suprema de Justicia, constituye un concepto claro de 
vinculatoriedad para otros operadores jurídicos, tal como ocurre hoy en día, con el 
precedente judicial de raigambre constitucional.  
 
No obstante, por no ser materia objeto de análisis de esta monografía, no se 
ahondará en detalle, de lo que ha sido esta figura en el ordenamiento jurídico, 
pues entrar a detallarla, implicaría necesariamente, una investigación nueva y 
ajena a la que se adelanta en este escrito. 
 
Por ello, aunque en principio, ambos conceptos –doctrina probable y precedente 
jurisprudencial-, parecieran tener una lectura similar y contemplarse muchas veces 
como sinónimos entre sí, estos conceptos son tan diferentes, no sólo por la 
aplicación que se les ha introducido en el ordenamiento jurídico sino por la forma 
en que los operadores jurídicos la han entendido e incorporado en los 
pronunciamientos que ellos realizan frente a casos concretos, que requiere de una 
investigación mucho más acuciosa. Sin embargo, por ser procedente este aspecto 
en la jurisdicción ordinaria, es que se realizaron unos breves comentarios al 
respecto. 
 
Ahora bien, la incorporación del precedente judicial en la jurisdicción ordinaria, se 
da con la entrada en vigencia de la Ley 1564 de 2012, que viene a establecer las 
nuevas pautas en los procesos judiciales de la jurisdicción ordinaria y la cual 
buscó darle un mayor activismo al juez, como director del proceso para resolver un 
caso concreto. 
 
En ese sentido, el juez, como director del proceso, además de someterse a lo 
establecido en la ley, también debía respetar lo establecido en la jurisprudencia, 
así lo establece el artículo 7° del Código General del Proceso, al mencionar que: 
 
 
…Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer 
clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. 
De la misma manera procederá cuando cambie de criterio en relación con sus 
decisiones en casos análogos.  
 
 
Quiere ello decir, que a partir de la expedición de esta nueva codificación, la 
doctrina probable entendida como precedente judicial, debían ser respetados por 
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los jueces en sus providencias cuando hayan resuelto casos análogos o similares. 
Así lo instauró el grupo redactor del Código General del Proceso, cuando 
incorporó en el nuevo código procesal civil, la figura del respeto de la doctrina 
probable. 
 
La concepción del precedente judicial en la jurisdicción ordinaria, introducida 
mediante la Ley 1564 de 2012, no constituye una modificación meramente formal 
sino en una norma actual, acorde con las nuevas transformaciones del derecho, 
consciente de las nuevas necesidades de los asociados y del papel de los 
operadores jurídicos. 
 
Gracias a esta normatividad, se logró romper paradigmas frente a la modificación 
del ordenamiento procesal civil, que durante años frenaron su adecuación a los 
nuevos mandatos constitucionales, por estarse frente a jueces conservadores, 
temerosos de un nuevo cambio, cercenando no solo los derechos de los 
administrados sino dándole aplicación a una ley, que desde más de dos décadas 
se encontraba obsoleta y que no le estaba imprimiendo el dinamismo que la propia 
evolución jurídica le exigía sino lo estaba rezagando a viejos mandatos que se 
alejaban cada vez más de la realidad social, económica, jurídica y política del país. 
 
 
2.3.3 Consejo de Estado. 
 
 
Para hablar de los aportes Jurisprudenciales del Consejo de Estado, se debe 
recordar que tuvo su origen en 1817, como órgano político administrativo, que 
sustituyó, en alguna medida, la representación ciudadana en los cuerpos de 
elección popular y contribuyó a la toma de decisiones administrativas, legislativas 
y de gobierno propias del Estado, luego fue eliminada, y con la Constitución de 
1886, revive la institución del Consejo de Estado después de 40 años de 
desaparición, se prevé por primera vez no solo como cuerpo consultivo del 
gobierno, con la tradicional función de preparar los proyectos de ley y de códigos, 
sino además, como máximo juez de la administración, es decir, se le asignó la 
función de órgano supremo de lo Contencioso Administrativo28. 
 
A través  del Acto Legislativo No. 3 de 1910, reformatorio de la Constitución 
Nacional, se dispuso que mediante ley se estableciera la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, orden que se cumplió mediante la Ley 130 de 1913 al 
crear dicha jurisdicción, conformada por un tribunal supremo de lo contencioso 
administrativo y unos tribunales seccionales, cuyo objeto era la revisión de los 
actos de las corporaciones o empleados administrativos en ejercicio de sus 
funciones, o con pretexto de ejercerlas, a petición del Ministerio Público, de los 
                                                          
28 CONSEJO DE ESTADO. Historia del Consejo de Estado. Julio de 2014. Disponible en . 
http://www.consejodeestado.gov.co/Copia%20de%20final6.swf. 
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ciudadanos en general, o de las personas que se crean vulneradas en sus 
derechos, en los casos y dentro de los límites de dicha ley. 
 
Luego de varias modificaciones a sus competencias, y en otros aspectos, se 
expidió el Decreto 01 de 1984 constituyéndose el Código Contencioso 
Administrativo, estableciendo no sólo el procedimiento Administrativo, sino el 
contencioso, incluyendo la distribución de competencias y los procedimientos 
correspondientes. 
 
Finalmente, con la Constitución de 1991, se ratificó nuevamente la existencia del 
Consejo de Estado y de la jurisdicción administrativa, con las características que 
hoy identifican a estas instituciones, tanto desde el punto de vista de su 
organización, como de sus competencias. 
 
En virtud de la reseña histórica realizada, se puede establecer que el Consejo de 
Estado con más de un centenario de existencia, el aporte en la creación de 
Jurisprudencia ha sido abundante, y si bien es cierto, no se puede olvidar que 
dentro del órgano se han presentado divergencias en algunas decisiones 
adoptadas, también se han proferido importantes providencias, por ello, es 
importante hacer un pequeño recorrido a través de algunas de las más 
importantes.  
 
Para el efecto se realizó el proceso de estudio de las sentencias más relevantes 
que tratan el tema en esta Corporación, analizando el período comprendido entre 
1914 y 2012. Así mismo, se revisó y analizó la normatividad que está en el nuevo 
Código de Procedimiento y de lo Contencioso Administrativo que presenta un 
nuevo esquema para identificar los elementos estructurales, tanto en las 
sentencias como en las normas, con respecto a la jurisprudencia como fuente de 
derecho. 
 
Desde su entrada en funcionamiento, y en cumplimiento de lo consagrado en el 
artículo 1° de la Ley 153 de 1887, acogió los preceptos legales bajo los cuales se 
enmarcaba la concepción de la jurisprudencia como fuente auxiliar del derecho, 
entre las cuales están, los artículos 4 y 8 de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4 de 
la Ley 169 de 1889 que subrogó el artículo 10 de la Ley 153 de 1887, esta norma 
inicialmente fue concebida para la Corte Suprema de Justicia, pero al entrar en 
funcionamiento el Consejo de Estado, fue aplicada por esta última corporación. 
 
En este orden de ideas, el Consejo de Estado en providencia de 191529 retoma la 
doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia en una solicitud de concepto 
elevada por el ejecutivo a la Sala de Negocios. La corporación expuso: 
                                                          
29 CONSEJO DE ESTADO. Sala de Negocios Generales. Consejero Ponente: Bonifacio Vélez. 
Expediente número 532. Concepto sobre la Junta de Conversión. Bogotá, octubre once (11) de mil 
novecientos quince (1915). 
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Lo relativo a la doctrina legal más probable se reglamentó por el artículo 4° de 
la Ley 169 de 1896, que dice: 
 
“Tres decisiones de la Corte Suprema, como Tribunal de Casación, sobre un 
mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán 
aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la 
doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones anteriores. 
 
 
La perspectiva formal y positiva se evidenció en el Consejo de Estado desde su 
entrada en funcionamiento. Ahora bien, el artículo 24 del Decreto - Ley 528 de 
1964 en relación con la organización y competencia del Consejo de Estado, previó 
el marco dado a la jurisprudencia y la forma de realizar la modificación a la misma 
en la jurisdicción contenciosa. El Acuerdo 2 de 1971, que consagró el Reglamento 
Interno del Consejo, dispuso en su artículo 13 que se entiende por jurisprudencia 
dos decisiones uniformes sobre un punto de derecho atribuyendo a la sala plena la 
competencia para modificarla. La norma dispuso: 
 
 
Para los efectos del Artículo 24 del Decreto-Ley 528 de 1964, se entiende por 
jurisprudencia dos decisiones uniformes sobre un mismo punto de derecho, 
proferidas por cualquiera de las Salas o Secciones. Todo cambio de 
jurisprudencia corresponde hacerlo a la Sala Plena Contenciosa, previa 
convocatoria hecha por la Sala o Sección que conozca del asunto. La 
manifestación expresa de un consejero dentro de la respectiva Sección es 
suficiente para que el asunto sea llevado a la Sala Plena. Ésta resolverá, 
previo informe de la Relatoría si hay cambio de jurisprudencia. 
 
 
A pesar de dichas disposiciones, en la práctica nunca cobro vigencia un proceso 
efectivo de unificación de jurisprudencia de la sala plena en el Consejo. Así por 
ejemplo en sentencia del año 199130 se indicó:  
 
El legislador, por medio del Decreto - Ley 528 de 1964, en su artículo 24, creó la 
necesidad procesal de unificar la jurisprudencia del Consejo de Estado 
proveniente de las diferentes Secciones o Salas. Este procedimiento, que se sepa, 
jamás tuvo operancia, a pesar de que esta Corporación, en ejercicio de la 
atribución constitucional prevista en el artículo 141 - 4, expidió el Acuerdo N’ 2 de 
1971, complementado por el Acuerdo N’ 1 de 1978, por medio de los cuales 
adoptó su propio reglamento en cuyo artículo 13 definió qué se entiende por 
jurisprudencia. 
 
                                                          
30 CONSEJO DE ESTADO. Consejero Ponente: Juan De Dios Montes Hernández. Sentencia de la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia con Radicación número: 
5494. Santafé de Bogotá, D.C., diez y nueve (19) de septiembre de mil novecientos noventa y uno 
(1991). 
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Ahora bien, no obstante el marco legal expuesto y teniendo como base la 
ineficacia de la figura establecida en el artículo 24 del Decreto - Ley 528 de 1964, -
como lo expone igualmente -entre otras- una sentencia del año 198831, se 
implementó el recurso extraordinario de súplica por medio de la Ley 11 de 1975 
para aquellos eventos en que se adoptara una doctrina contraria a una 
jurisprudencia, de este modo se buscaba unificar criterios para el manejo y respeto 
de la jurisprudencia emitida por este órgano, sin dejar de destacar, el carácter 
extraordinario y los límites del mecanismo. 
 
En fallo de 197732 el Consejo de Estadio entendió dicho recurso así:  
 
 
En otros términos, siempre que se cambie la jurisprudencia por una de las 
Salas sin intervención de la Plena, procederá el recurso de súplica, con una 
doble finalidad: para asegurar, por un lado, el mantenimiento de la 
uniformidad jurisprudencial; y por el otro, para el restablecimiento del interés 
procesal de la parte.  
 
 
Así mismo, en Sentencias de 197433 y 197734 se explica cómo era entendido su 
procedimiento. 
 
El recurso de súplica es derogado mediante el artículo 268 del Código 
Contencioso Administrativo promulgado mediante el Decreto 01 de 1984. Ahora 
bien, dicho Código consagra el recurso de anulación en el artículo 198 con el 
propósito de mantener un esquema de unificación jurisprudencial. Sin embargo, la 
Corte Suprema de Justicia, mediante el fallo de constitucionalidad del 30 de 
agosto de 1984 declaro inexequible la derogatoria de dicho artículo, reviviendo con 
ello el recurso extraordinario de súplica, y como consecuencia directa frente a ello 
al estar vigente, el artículo 198 del Código, coexiste con el recurso de anulación 
desde el 30 de agosto de 1984 hasta la promulgación y entrada en vigencia del 
Decreto - Ley 597 de 1988, que derogó el recurso de anulación. 
                                                          
31 CONSEJO DE ESTADO. Consejero Ponente: Carlos Betancur Jaramillo. Sentencia de la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, Expediente número S-032. Bogotá, D. E., treinta y uno 
(31) de agosto (08) de mil novecientos ochenta y ocho (1988), dentro de todo el desarrollo que 
ameritó en dicha providencia el tema de la evolución del recurso de súplica, se expone claramente 
la lógica bajo la cual nace el art. 2 de la ley 11 de 1975. 
32 CONSEJO DE ESTADO. Consejero ponente: Miguel Lleras Pizarro. Sentencia de la Sala Plena 
de lo Contencioso Administrativo. Expediente número 246, Bogotá, D. E., diez y nueve (19) de 
abril (04) de mil novecientos setenta y siete (1977). 
33 CONSEJO DE ESTADO. Consejero ponente: Gustavo Salazar T. Sentencia de la Sala Plena de 
lo Contencioso Administrativo, Expediente número 2801. Bogotá, D. E., nueve (9) de julio de mil 
novecientos setenta y cuatro (1974) 
34 CONSEJO DE ESTADO. Consejero ponente: Carlos Aníbal Restrepo S. Sentencia de la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, Expediente número 10107. Bogotá, D. E., diez (10) de 
agosto de mil novecientos setenta y siete (1977) 
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Con la expedición de Constitución de 1991, se abre una nueva frontera en la 
jurisdicción contenciosa, pues se crean las acciones constitucionales, con las 
cuales el Consejo de Estado comienza a tener en cuenta en sus fallos en forma 
más clara la jurisprudencia o el precedente jurisprudencial, en casos análogos, 
emanados por otras altas cortes.  
 
En ese orden de ideas, coexistiendo la jurisprudencia de la Corte Constitucional y 
en algunos eventos la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado encuentra 
la necesidad del uso del patrón decisional común, especialmente en las acciones 
constitucionales, pero también en las decisiones contenciosas.  
 
Así, acoge las posturas ya decantadas y consolidadas principalmente por la Corte 
Constitucional frente al precedente en materia de derechos fundamentales. Sin 
embargo, este trabajo de aplicación sistemática de la jurisprudencia de otras altas 
cortes, no se observa con la misma extensión frente a temas de su competencia, 
es decir como Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, salvo en los 
últimos periodos en donde se ha acentuado el valor de la jurisprudencia y así se 
reflejó en el nuevo Código de Procedimiento y de lo Contencioso Administrativo. 
 
En este periodo pueden observarse dentro del Consejo de Estado dos enfoques 
sobre la materia: Uno frente a las acciones constitucionales en donde el Consejo 
comienza a tener en cuenta en algunos de sus fallos la jurisprudencia dada por la 
Corte Constitucional y otro frente a la aplicación del recurso extraordinario de 
súplica que se sigue desarrollando con base el art. 13 del Reglamento interno del 
Consejo y demás normas vigentes.  
 
Estos dos enfoques reflejan la forma de aplicar las mismas reglas de derecho 
existente en casos análogos, encontrando la necesidad del uso del patrón 
decisional tanto en las acciones constitucionales, como también en las decisiones 
contenciosas y no solamente en los recursos extraordinarios de súplica. 
 
En todo caso, en este periodo el escenario que se observa en los fallos del 
Consejo de Estado, no identifica aún una estructura o metodología sobre el uso 
del concepto de línea jurisprudencial, es decir, un concepto que de manera 
trasversal muestre como paulatinamente evoluciona con carácter vinculante un 
precedente, esto a pesar de la existencia del recurso extraordinario de súplica 
consignando como causal la inobservancia de la jurisprudencia de la sala plena 
del Consejo. 
 
Ante la evolución de la Corte Constitucional frente el concepto de jurisprudencia, el 
Consejo de Estado en consonancia con lo indicado en sentencia C-836 de 200135 
tuvo un giro importante en relación con el precedente. Por tanto, encuentra esta 
corporación la necesidad de acogerlas posturas ya decantadas y consolidadas por 
                                                          
35 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 – 2001. Op. cit. Pág. 27. 
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la Corte Constitucional frente a la evolución jurisprudencial que en materia de 
derechos fundamentales y el valor de la jurisprudencia. 
 
Así, la Sección Quinta del Consejo de Estado, en sentencia del 2 de septiembre 
de 2004, Radicado No. 44001-23-31-000-2004-0030-01(3461), Consejera Ponente 
María Nohemí Hernández Pinzón, indicó: 
 
 
No quedaría completo el análisis si se dejara de lado el tema fundamental de 
los precedentes jurisprudenciales, de la forma como en la administración de 
justicia se han resuelto casos similares, a los cuales pretende el apelante que 
se esté esta Corporación al momento de decidir esta controversia. Pues bien, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 230 de la C.N., los jueces en 
sus decisiones solamente están sometidos al imperio de la ley, y la 
jurisprudencia, entre otros, corresponde a un criterio auxiliar al que puede 
recurrir el operador jurídico en su labor de decir el derecho; aunque los 
precedentes no tienen la categoría de fuente formal de Derecho, entrelazados 
con el derecho a la igualdad adquieren fuerza vinculante en la actividad 
judicial, pues donde existe la misma razón debe aplicarse la misma solución, 
o si se prefiere, ante la identidad de elementos de dos casos, es de esperarse 
que la solución sea igual. 
 
Sin embargo, debe comprenderse que el precedente no es una camisa de 
fuerza o una posición institucional pétrea e inmodificable, pues dada la 
autonomía e independencia inmanentes a la función de administrar justicia, es 
admisible que el juez pueda volver sobre sus tesis y mantenerlas, modificarlas 
o cambiarlas totalmente, lo cual se justifica por una nueva lectura de un 
precepto normativo de la cual se obtenga una otra forma de resolver el 
problema y por la evolución de las circunstancias que antaño rodearon un 
caso concreto. Ahora, apartarse de los precedentes no viene a constituir 
vulneración al derecho fundamental de la igualdad y menos de la confianza 
legítima, en la medida que el cambio de jurisprudencia sea debidamente 
explicado, bien sea de forma expresa o ya tácitamente por las explicaciones 




En ese orden de ideas, al observarse el papel que ha desempeñado la 
jurisprudencia en la fundamentación de fallos proferidos por el Consejo de Estado, 
se identifica la relación directa y un papel importante de la Corte Constitucional, 
especialmente en materia de tutelas y acciones populares, respecto de los 
conceptos, sobre el precedente judicial vertical36 que acoge el Consejo indicando:  
 
 
                                                          
36 CORTE CONSTITUCIONAL. Consejero ponente: Luis Rafael Vergara Quintero. Sentencia de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda Subsección “A”, Radicado No. 11001-03-
15-000-2009-01017-00(AC). Bogotá, D.C., cinco (5) de febrero de dos mil diez (2010). 
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La Corte Constitucional ha sostenido “que el desconocimiento del precedente 
constituye una causal de procedibilidad de la acción de tutela cuando la 
decisión judicial ordinaria o contencioso administrativa afecta derechos 
fundamentales de las partes”, posición que comparte esta Sala, teniendo en 
cuenta que el juez no sólo está vinculado por el artículo 13 de la Carta que 
impone la igualdad de trato jurídico en la aplicación de la ley, sino también 
que su autonomía se encuentra limitada por la eficacia de los derechos 
fundamentales y, en particular, del debido proceso judicial. 
 
En ese orden de ideas, al observarse el papel que ha desempeñado la 
jurisprudencia en la fundamentación de fallos proferidos por el Consejo de 
Estado, se identifica la relación directa y un papel importante de la Corte 
Constitucional, especialmente en materia de tutelas y acciones populares, 
respecto de los conceptos, sobre el precedente judicial vertical37. 
 
 
Con la entrada a regir del nuevo Código de Procedimiento y de lo Contencioso 
Administrativo, se permite la aplicación de esta figura de una manera clara y sin 
vacíos, pues se consagran disposiciones expresas relacionadas con la aplicación 
uniforme de la jurisprudencia por parte de las autoridades administrativas, la 
aplicación extensiva de jurisprudencia y la existencia de sentencias de unificación 
de jurisprudencia, la cual será estudiada de manera detallada en el Capítulo III de 
esta investigación.  
 
 
2.4 EL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL A TRAVÉS DE LAS LEYES 
 
 
Dentro de los primeros antecedentes que se pueden establecer respecto de la 
incorporación de este concepto en el derecho colombiano, hay que mencionar 
que su origen se desprende del derecho francés por una parte, como del derecho 
español por otro lado. En Francia, se le dio a la jurisprudencia una gran fuerza 
persuasiva, al poder ser utilizada por los operadores jurídicos como fuente de 
argumentación, hecho que se conoció como “jurisprudencia constante”, cuyo 
fundamento no se encontraba en la ley sino en lo cultural; mientras que en 
España, en contraposición a la concepción francesa, se construyó la noción de 
“doctrina legal” reconociéndosele un carácter más normativo. 
 
La influencia española en el derecho colombiano fue fuertemente marcada, 
respecto del concepto de “doctrina legal38”, figura que 
                                                          
37 CORTE CONSTITUCIONAL. Consejero ponente: Luis Rafael Vergara Quintero. Sentencia de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda Subsección “A”, Radicado No. 11001-03-
15-000-2009-01017-00(AC),. Bogotá, D.C., cinco (5) de febrero de dos mil diez (2010). 
38 En España la doctrina legal obligaba a ser aplicada por los jueces inferiores y se estableció en 
las reglas de procedimiento español de 1855, que la violación de la doctrina legal por el juez 
inferior era causal suficiente para casar el fallo. 
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…obligaba a los jueces inferiores a respetar el sentido o significado abstracto 
(esto es, sin relación a hechos concretos) que la Corte de Casación había 
dado a una disposición legal de manera constante. Se trataba, pues, de un 
respeto conceptual al sentido fijado para la norma en varias sentencias39. 
 
 
A nivel local, Colombia con la Ley 61 de 1886 ordenó a la Corte Suprema casar 
los fallos en los cuales se evidenciara una incorrecta interpretación de doctrina 
legal, sin embargo, esta regla que se constituyó como causal de casación en esa 
ley, se convirtió en regla de interpretación aplicable por todos los jueces en casos 
dudosos con la expedición de la Ley 153 de 1887; fue así como el artículo 10° de 
esta última ley, dispuso que “…en casos dudosos, los jueces aplicaran la doctrina 
legal más probable”. 
 
Sin embargo, aún cuando el carácter vinculante que se le dio a la jurisprudencia 
desde sus inicios en la legislación colombiana fue importante porque transformó el 
sistema de fuentes tradicionales, enmarcándola ya no solo como una mera fuente 
auxiliar para la interpretación del operador jurídico, sino dándole una fuerza más 
vinculante para las decisiones adoptadas en sede judicial. 
 
Para tener clara la concepción que se le ha dado al precedente jurisprudencial, y 
la importancia del mismo en nuestra legislación, se debe traer en primer término a 
estudio la Constitución de 1886, en la cual se puede decir que el papel del poder 
judicial, si bien fue importante, en múltiples ocasiones resultó opacado o aislado 
por los poderes legislativo y ejecutivo. 
 
Podría decirse que en ese momento histórico, el sistema jurídico se acomodaba 
en el más clásico formalismo del Derecho Latino, el cual ofrecía una trascendencia 
meramente instrumental a las jurisprudencias, sin embargo, no es menos cierto 
que desconocer la existencia de sus antecedentes, resulta excesivo, pues aunque 
no tenían una absoluta fuerza obligante, si servían como “orientadores” del 
administrador de justicia que quisiera en algún momento, acogerse a ellos para 
soportar y argumentar su decisión. 
 
Lo anterior, tuvo mayor relevancia cuando en el artículo 10 de la Ley 153 de 1887, 
a través de la cual se dio la definición de doctrina legal más probable, y que a su 
vez adicionó y reformó los códigos nacionales (Ley 61 de 1886 y Ley 57 de 1887), 
se definió este concepto indicando que,  
 
 
...en casos dudosos, los Jueces aplicarán la doctrina legal más probable. Tres 
decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como Tribunal de 
                                                          
39 LÓPEZ MEDINA, Diego. El Derecho de los Jueces. Editorial Legis, Bogotá D.C., Décima 
Reimpresión, Octubre 2011. Página 10. 
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Posteriormente, la Ley 61 de 1886 estableció en su artículo 36, el fin de la 
unificación de la jurisprudencia por medio de la consagración de la doctrina legal 
prevista en el artículo 39 y a través de la causal de casación consagrada en el 
artículo 38 de la citada disposición, así mismo, la Ley 169 de 1896 consagró la 
casación con el fin de unificar la jurisprudencia y en su artículo 4 define la doctrina 
probable así:  
 
 
Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como Tribunal de 
Casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y 
los Jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la 




Dicha norma fue declarada exequible en forma condicionada por medio de la 
Sentencia C-836 de 200140, en razón a que el Alto Tribunal Constitucional 
estableció que, “siempre y cuando se entienda que la Corte Suprema de Justicia, 
como juez de casación, y los demás jueces que conforman la jurisdicción 
ordinaria, al apartarse de la doctrina probable dictada por aquella, están obligados 
a exponer clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su 
decisión, en los términos de los numerales 14 a 24 de la presente Sentencia”.  
 
Luego, con la actual Carta Política, ésta empezó a ser el núcleo central y supremo 
de todo el funcionamiento del Estado; una Constitución con plena obligatoriedad y 
efectividad jurídica, muy diferente a la de 1886, que como ya se dijo estaba 
carente de cualquier obligatoriedad y con escaso protagonismo en la vida de los 
ciudadanos. 
 
Ahora bien, para el tema en estudio se tomará como fuente principal de análisis lo 
que reza textualmente nuestra Carta Magna en su artículo 230:  
 
 
Los jueces, en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley. La 
equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 
son criterios auxiliares de la actividad judicial. 
 
 
De la lectura profunda de la norma, se podría inferir como en muchas ocasiones lo 
han hecho los estudiosos constitucionalistas, que se encuentran dos 
                                                          
40 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001. Op.cit. Pág. 27. 
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interpretaciones: de un lado, están los que se atienen a la interpretación exegética 
del texto, es decir, la jurisprudencia es un simple “Criterio Auxiliar”; los jueces 
deben atenerse únicamente a la ley a la hora de fallar, por ende los precedentes 
no obligan a un Juez, quien en un caso específico puede apartarse libremente, 
pues su criterio auxiliar bajo ninguna circunstancia lo vincula; y por otro lado, 
tenemos a los que se acogen a una Interpretación Sistemática del texto, es decir, 
que la expresión “Imperio de la Ley” se refiere a todo el ordenamiento jurídico en 
sentido integral; por ende las jurisprudencias son parte de éste y los precedentes 
no solo son criterios auxiliares sino derroteros obligatorios de los cuales un Juez 
no puede apartarse caprichosamente, respecto de lo cual la Corte Constitucional 
no se ha cansado de trazar las características novedosas del derecho Colombiano 
y la efectividad real que tienen sus precedentes, creándolo por vía jurisprudencial. 
 
No se puede olvidar que el artículo 241 de la Carta Política reza: “... a la Corte 
Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución…”, mientras que el artículo 4 Ibidem describe a la Constitución “como 
norma de normas”; por ello, si al Tribunal Constitucional se refiere, la 
jurisprudencia nada más y nada menos significa “la interpretación que se le 
permite a dicho organismo quien es el encargado de salvaguardar y proteger la 
Supremacía de la norma de normas”. 
Aunado a la directriz dada por la Constitución de 1991, no podemos desconocer 
que leyes expedidas con posterioridad, han introducido la figura del precedente, 
así por ejemplo,  los artículos 180 del Código de Procedimiento Penal y 365 del 
Código de Procedimiento Civil, consagran como fin de la casación, la unificación 
de la jurisprudencia.  
 
De igual manera, algunas disposiciones en la legislación ordinaria mencionan la 
jurisprudencia con alcances y contenidos específicos, por ejemplo, se tiene la 
legislación laboral contenida en el Código Sustantivo del Trabajo que en su 
artículo 19 prevé dentro de las normas de aplicación supletoria a la jurisprudencia.  
 
Así mismo, en procedimientos administrativos también se ha legislado, es el caso 
de la Ley 1340 de 2009, a través de la cual se dictan normas en materia de 
protección de la competencia, y en la que se estableció:  
 
 
ARTÍCULO 24. DOCTRINA PROBABLE Y LEGÍTIMA CONFIANZA. La 
Superintendencia de Industria y Comercio deberá compilar y actualizar 
periódicamente las decisiones ejecutoriadas que se adopten en las 
actuaciones de protección de la competencia. Tres decisiones ejecutoriadas 




Dicha disposición, fue declarada condicionalmente exequible por la Corte 
Constitucional en la sentencia C-537/201041  
 
 
...en el entendido que éste sólo se aplica para las actuaciones administrativas 
de la Superintendencia de Industria y Comercio relacionadas con la libre 
competencia y la vigilancia administrativa de la competencia desleal.  
 
 
En igual sentido, el artículo 7 de la Ley estatutaria de administración de justicia 
(Ley 1285 de 2009) que modifica el artículo 16 de la Ley 270 de 1996, consagra el 
procedimiento de selección dentro de la jurisdicción ordinaria para los fines de 
unificación de jurisprudencia. Es importante resaltar que el segundo inciso de 
dicha normatividad fue declarado exequible en forma condicionada en Sentencia 
C-713 de 200842, indicando que la norma era constitucional  
 
 
...en el entendido de que la decisión de no selección adoptada al momento de 
decidir sobre la admisión del recurso de casación será motivada y tramitada 
conforme a las reglas y requisitos específicos que establezca la ley, y de que 
en ningún caso impide interponer la acción de tutela contra la sentencia 
objeto del recurso, la decisión de no selección o la decisión que resuelva 
definitivamente el recurso de casación. 
 
 
Así mismo, la Ley 1395 de 201043 en su artículo 115 estableció en relación con las 
entidades públicas, la obligatoriedad del precedente con base en un criterio 
cuantitativo, es decir, la existencia de cinco decisiones análogas, así:  
 
 
Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer y pagar 
pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus 
trabajadores o afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de 
fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos 
tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o expedición de actos 
administrativos, tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en 
materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos hechos y 
pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos análogos.  
 
 
                                                          
41 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dra. Clara Inés Vargas. Sentencia C 537 de 
2010. Expediente: D- 7942. Junio treinta (30) de 2010.  
42 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dra. Clara Inés Vargas. Sentencia C-713 de 
2008. Expediente: P.E. 030. Julio quince (15) de 2008.  
43 “Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión judicial”.  
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Cabe advertir que, como pasó con las normativas citadas en precedente, algunas 
partes de esta disposición fueron declaradas constitucionalmente exequibles en la 
sentencia C–539 de 201144, en la cual se dijo que los precedentes 
jurisprudenciales a que se refiere la norma deben respetar la interpretación 
vinculante que realice la Corte. 
 
Con igual importancia, está el artículo 10 de la Ley 1437 de 2011 por medio de la 
cual se implementa el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, que establece el deber a cargo de las autoridades 
administrativas de aplicar en forma uniforme, a los mismos supuestos fácticos y 
jurídicos, las normas previstas en la Constitución, la Ley, los reglamentos y las 
sentencias de unificación proferidas por el Consejo de Estado, norma que fue 
analizada por el Máximo Órgano Constitucional45, que declaró su 
constitucionalidad condicionada explicando que dentro de la regla prevista debe 
tenerse en cuenta, con carácter preferente, la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional.  
 
De igual manera, el mismo Código prevé el mecanismo de aplicación extensiva de 
la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades en 
el siguiente sentido:  
 
 
Artículo 102. Extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros 
por parte de las autoridades. Las autoridades deberán extender los efectos de 
una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, 
en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten 
los mismos supuestos fácticos y jurídicos. (…),  
 
 
...la cual, fue declarada exequible en forma condicionada por parte de la Corte 
Constitucional.  
 
Lo anterior, se traduce en las reglas de integración y aplicación de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, que encuentran 
su base en el recurso de unificación de jurisprudencia previsto en los artículos 256 
a 268 del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo y en la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado 
consagrada en los artículos 269 a 271 del citado Código. 
 
                                                          
44 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. LUÍS ERNESTO VARGAS SILVA. Bogotá, 
D.C., seis (6) de julio de dos mil once (2011).  
45 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: LUÍS ERNESTO VARGAS SILVA. Sentencia 
C - 634 de 2011. Expediente: D: 8413. Actor: Francisco Javier Lara. Bogotá veinticuatro (24) de 
agosto de 2011. 
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Se tiene entonces, que la Ley 1437 de 2011, estableció mecanismos para facilitar 
y garantizar la unificación jurisprudencial como forma de implementar el 
precedente judicial en la jurisdicción contenciosa administrativa, al establecer, i) el 
deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia, ii) la extensión de 
la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades; iii) 
el recurso extraordinario de unificación jurisprudencial; y, iv) el procedimiento para 
la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros, 
materializándose así la obligatoriedad de la jurisprudencia del Consejo de Estado 
y de la Corte Constitucional a los operadores jurídicos.  
 
Finalmente, la Ley 1564 de 12 de julio de 2012 (Código General del Proceso), 
incluye novedosas figuras de gestión procesal que dan un giro importante a las 
dinámicas actuales que se desarrollan en el ámbito judicial. En ese orden de 
ideas, resulta pertinente tener en cuenta lo señalado por el artículo 7 de ese 
compendio normativo cuando establece: Legalidad. Los jueces, en sus 
providencias, están sometidos al imperio de la ley. Deberán tener en cuenta, 
además, la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la doctrina,... 
 
y el párrafo segundo de dicha disposición reza:  
 
 
Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer 
clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. 
De la misma manera procederá cuando cambie de criterio en relación con sus 
decisiones en casos análogos.  
 
 
Así mismo, el numeral 6 del artículo 42, respecto a los deberes del Juez, señala: 
 
 
Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, o 
aquella sea oscura o incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen 
situaciones o materias semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional, 
la jurisprudencia, la costumbre y los principios generales del derecho 
sustancial y procesal.  
 
 
...y en general las normas sobre el recurso extraordinario de casación, como el 
artículo 333 que indica que  
 
 
...el recurso extraordinario de casación tiene como fin defender la unidad e 
integridad del ordenamiento jurídico, lograr la eficacia de los instrumentos 
internacionales suscritos por Colombia en el derecho interno, proteger los 
derechos constitucionales, controlar la legalidad de los fallos, unificar la 
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jurisprudencia nacional y reparar los agravios irrogados a las partes con 
ocasión de la providencia recurrida.  
 
 
De la lectura de las normas citadas, se advierte que el Código General del 
Proceso, amplía el poder del juzgador, quien, sometido al imperio de la ley, habrá 
de recurrir a la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la doctrina, aunado a que 
al tomar decisiones contrarios a ello, debe exponer clara y razonadamente los 
fundamentos de tal cambio, ello en procura de hacer realidad el derecho a un trato 
igualitario por parte de la justicia, de manera que frente a situaciones iguales se 
impartan las mismas soluciones y no quede a expensas de sentimientos subjetivos 
del juzgador el respectivo fallo. 
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3. NOVEDADES DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DESDE LA ÓPTICA 
DEL DERECHO PÚBLICO Y PRIVADO 
 
 
Luego del recorrido hecho a través de estas páginas, se puede decir que con la 
expedición de la Constitución Política de 1991, se instauró en el ordenamiento 
jurídico colombiano, que la jurisprudencia, constituiría fuente auxiliar de 
interpretación de los operadores jurídicos, conforme lo establecía el artículo 230 
constitucional. Sin embargo, en los primeros intentos por procurar una línea de 
precedentes en las decisiones judiciales, los administradores de justicia de la 
época, se mostraron temerosos en su aplicación y decidieron ser más 
conservadores respecto del valor legal de la norma. 
 
Sólo hasta el año 1998, esa situación presentó un vuelco a partir de la llamada 
Segunda Corte de Magistrados de la Corte Constitucional, quienes empezaron a 
darle un valor de cosa juzgada constitucional a las situaciones particulares que se 
sometían a su conocimiento y por lo tanto adoptaron con sus sentencias, el 
sistema de precedente jurisprudencial, el cual era de obligatorio cumplimiento para 
todas las autoridades y particulares. 
 
Luego de más de una década de múltiples sentencias por parte de las Altas 
Cortes, el legislador expidió dos códigos novedosos y acordes con el presente del 
sistema jurídico Colombiano en los cuales se introdujeron profundos cambios tanto 
en el procedimiento contencioso Administrativo como en el procedimiento Civil, tal 
como se mostró en el capítulo precedente, por ello, se hará un especial estudio de 
estas normatividades.   
 
 
3.1. EN LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA CON LA 
IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY 1437 DE 2011 
 
 
El nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo adoptado mediante la Ley 1437 de 2011 a través de los artículos 
10, 102, 269, 270 y 271, convierte a la jurisprudencia del Consejo de Estado en 
una guía para que el Estado dé a los ciudadanos un trato más igualitario y justo; 
para ello dicho sistema prevé la existencia de una categoría especial de 
sentencias, conocidas como las Sentencias de Unificación Jurisprudencial.  
 
El artículo 10 de la Ley 1437 de 2011 por medio de la cual se implementa el nuevo 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que 
establece el deber a cargo de las autoridades administrativas de aplicar en forma 
uniforme, a los mismos supuestos fácticos y jurídicos, las normas previstas en la 
Constitución, la Ley, los reglamentos y las sentencias de unificación proferidas por 
el Consejo de Estado, norma que fue analizada por el Máximo Órgano 
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Constitucional46, que declaró su constitucionalidad condicionada explicando que 
dentro de la regla prevista debe tenerse en cuenta, con carácter preferente, la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional.   
 
De igual manera, el mismo Código prevé el mecanismo de aplicación extensiva de 
la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades en 
el siguiente sentido:  
 
 
Artículo 102. Extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros 
por parte de las autoridades. Las autoridades deberán extender los efectos de 
una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de Estado, 
en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten 
los mismos supuestos fácticos y jurídicos. (…),  
 
 
Dicha norma de igual modo, fue declarada exequible en forma condicionada por 
parte de la Corte Constitucional, quien advirtió que en todo caso, la preferencia y 
obligatoriedad de la jurisprudencia será la proferida por ese órgano.  
 
Lo anterior, no es más que las reglas de integración y aplicación de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, que encuentran 
su base en el recurso de unificación de jurisprudencia previsto en los artículos 256 
a 268 del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo y en la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado 
consagrada en los artículos 269 a 271 del citado Código. 
 
En todo caso, y tal como lo han afirmando algunos estudiosos, la unificación de la 
jurisprudencia nace de los vacíos e inconvenientes que se presentaron en la 
jurisdicción contencioso administrativa frente a la aplicación de los precedentes 
jurisprudenciales, respondiendo a la necesidad de encontrar la manera de aplicar 
de manera uniforme al interior de la jurisdicción, los criterios e interpretación de la 
ley que realiza el Consejo de Estado.  
 
Y es que este sistema otorga al órgano de cierre de la jurisdicción contencioso 
administrativa la posibilidad de determinar cuáles sentencias se consideran como 
unificadoras, las cuales deberán corresponder a unas características previamente 
determinadas por el legislador, lo que permite concluir que no se entrega al alto 
tribunal una autonomía total, pues la misma está sometida a los criterios 
plasmados en la ley (artículo 270 del nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo). 
 
                                                          
46 CORTE CONSTITUVIONAL. Sentencia 634 de 2011. Op. cit. Pág. 27. 
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Por otro lado, se debe resaltar que este nuevo sistema define de manera tácita los 
efectos vinculantes y, por ende, obligatorios que tienen este especial tipo de 
sentencias, enmarcando de manera taxativa cuales son las causales por las 
cuales el Juez se puede apartar de aplicar los efectos de la sentencia invocada, 
pues como se señaló, el Consejo de Estado hasta el momento de la expedición de 
la Ley 1437 de 2011, consideró a la Jurisprudencia como un criterio auxiliar del 
derecho.  
 
En consecuencia con la introducción de la unificación jurisprudencial en materia 
contencioso administrativa ya no se utilizará el precedente jurisprudencial como 
referente directo de los jueces a la hora de adoptar sus decisiones, por el 
contrario, se tomarán los precedentes y se unificarán para determinar el grado de 
aplicación de los mismos, no en vano en reiterados pronunciamientos el Consejo 
de Estado manifestó la necesidad de unificar los precedentes.  
 
Se tiene por ejemplo un reciente pronunciamiento de la Sala de Consulta y 
Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante Sentencia del 16 de febrero de 
2012 con ponencia del Consejero William Zambrano Cetina, manifestó lo siguiente 
en relación con el Precedente Jurisprudencial:  
 
 
Con el fin de reducir la judicialización innecesaria de asuntos que los órganos 
de cierre de las diferentes jurisdicciones ya han definido en sentencias 
reiteradas y de evitar el desgaste que todo proceso judicial implica para los 
ciudadanos, el aparato judicial y la propia Administración, el artículo 114 de la 
Ley 1395 de 2010 establece que las entidades públicas de todo orden 
deberán tener en cuenta los precedentes jurisprudenciales que, por los 
mismos hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos 
análogos en relación, entre otras materias, con el reconocimiento y pago de 
pensiones. Esta disposición fue declarada exequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-539 de 2011, en la cual se advierte sobre el 
carácter vinculante para las autoridades administrativas de los precedentes 
judiciales fijados por los órganos de cierre de cada jurisdicción.  
 
Frente al contenido normativo del artículo 114 de la ley 1395 de 2010 en cita, 
es necesario hacer algunas precisiones: En primer lugar, la fuerza que esta 
norma le asigna al precedente implica que en los temas enunciados en ella, 
las entidades públicas deberán observar obligatoriamente los fallos reiterados 
por cada jurisdicción; solamente podrán separarse de los mismo cuando 
exista una razón realmente seria y fundada que deberá motivarse 
expresamente en la decisión. Esta exigencia de motivación se encuentra 
especialmente reforzada, ya que si esas razones de mayor peso no existen o 
no se justifican suficientemente, las autoridades no podrán adoptar una 
decisión contraria al precedente que implique para los ciudadanos la 
necesidad de acudir a la jurisdicción a reclamar derechos que deberían estar 
protegidos en sede administrativa. De otro lado, el carácter vinculante del 
precedente jurisprudencial y su función orientadora de las decisiones futuras 
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en orden a satisfacer las necesidades sociales de seguridad jurídica e 
igualdad, no impide que las autoridades administrativas de manera seria y 
razonada busquen a través de los procesos judiciales el cambio del 
precedente o la unificación jurisprudencial cuando ella no exista; también 
podrán intentar que, en el caso de esta jurisdicción, el asunto sea conocido 
por la sala plena de lo contencioso administrativo para que esta se pronuncie 
por importancia jurídica o transcendencia económica o social, situación que 
en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo admitirá solicitud de parte. Claro está que una vez unificado el 
precedente y salvo cambios normativos o en la jurisprudencia, la 
administración deberá proceder de conformidad con el precedente aplicable al 
caso, en tanto que éste constituye el sentido e interpretación que los 
diferentes operadores jurídicos deben darle a la ley. De lo contrario, el 
precedente no tendrá ningún valor como mecanismo de realización del 
principio de igualdad y como referente de solución de decisiones futuras que 
no deben ser judicializadas innecesariamente.  
 
Así mismo, es importante resaltar que el precedente fijado por la jurisdicción 
ordinaria o por la contenciosa administrativa, no se vuelve vinculante para la 
otra, pues cada una, dentro de su propia autonomía, puede establecer las 
reglas de interpretación de los asuntos sometidos a su conocimiento. Lo 
anterior sin perjuicio, claro está, de que dentro de su propia autonomía, las 
jurisdicciones ordinaria y contenciosa puedan tener en cuenta lo dicho por la 
otra al resolver casos iguales o semejantes y que para tal fin los interesados 
puedan invocar los precedentes que mejor respondan a sus intereses dentro 
del proceso. También es importante resaltar que los cambios de precedente 
no afectan las decisiones judiciales adoptadas con anterioridad, pues las 
mismas hacen tránsito a cosa juzgada.  
 
 
Es claro entonces, que el Consejo de Estado reconoce abiertamente que la 
jurisprudencia constituye un criterio auxiliar de la justicia y que el Juez al momento 
de adoptar la decisión solo está sometido al imperio de la Ley, no obstante en 
aquellos casos en los que el precedente ya esté unificado se deberá proceder 
conforme al mismo, más aún si se está frente a un mandato legal como es el caso 
del artículo 114 de la Ley 1395 de 2010.  
 
Sin embargo, habiendo pasado ya dos años desde la entrada en vigencia de la 
Ley 1437 de 2011, el Máximo Órgano de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa ha proferido varias providencias en las cuales ya ha aplicado la 
Unificación Jurisprudencial. Se puede traer como ejemplo lo que en materia 
contractual ha sucedido este último año, como la Sentencia de la Sala Plena del 
Consejo de Estado del 18 de abril de 2013, donde se modificó una posición y se 
unificó jurisprudencia, respecto a la excepción previa del pacto arbitral. 
 
En efecto, con anterioridad a esta providencia la tesis mayoritaria del Órgano 
Colegiado era la procedencia de la renuncia tácita de las partes de un contrato 
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estatal a la aplicación de la cláusula compromisoria, cuando a pesar de haberse 
pactado en el contrato, una de las partes decide instaurar demanda ante la 
jurisdicción Contenciosa y si la otra parte no excepcionaba la falta de jurisdicción 
por la cláusula del pacto arbitral se entendía la renuncia tácita de la misma. Esta 
tesis fue reevaluada y cambio su posición advirtiendo que: 
 
 
(…) Las normas legales vigentes que regulan los asuntos arbitrales, en 
cuanto a los contratos estatales se refiere, establecen la solemnidad del 
escrito como un requisito indispensable de la cláusula compromisoria. (…) así 
como las partes deciden, de común acuerdo, someter sus diferencias al 
conocimiento de la justicia arbitral, empleando para ello la celebración de un 
pacto cuyas principales características son que sea expreso y solemne, de la 
misma manera aquéllas deben observar de consuno tales condiciones (forma 
expresa y solemne) si su voluntad es deshacerlo o dejarlo sin efectos, de 
suerte que, si optan libremente por la justicia arbitral y no proceden como 
acaba de indicarse para cambiar lo previamente convenido, no tienen la 
posibilidad de escoger entre acudir a ésta o a los jueces institucionales del 
Estado, teniendo en cuenta que su voluntad inequívoca fue someterse a la 
decisión de árbitros. Esta tesis, que ahora acoge la Sala, no significa que el 
pacto arbitral celebrado entre las partes de un contrato estatal sea 
inmodificable o inderogable. Lo que comporta es que, para modificarlo o 
dejarlo sin efecto, aquéllas deben observar y respetar las mismas exigencias 
que las normas legales establecen con miras a la formación del 
correspondiente pacto arbitral, de tal suerte que, para ello, haya también un 
acuerdo expreso y escrito, lo cual excluye, por ende, la posibilidad de que el 
pacto arbitral pueda ser válidamente modificado o dejado sin efecto de 
manera tácita o por inferencia que haga el juez institucional, a partir del mero 
comportamiento procesal de las partes. Al respecto, es de recordar que “en 
derecho las cosas se deshacen como se hacen. 
 
 
Se tiene entonces, que la nueva posición adoptada por la Sala Plena del Consejo 
de Estado respecto a la improcedencia de la renuncia tácita de la cláusula 
compromisoria tiene su fundamento, en el respeto y la importancia que tiene la 
solemnidad y validez de los acuerdos pactados dentro de un contrato estatal así 
como la protección a la figura de la cláusula compromisoria, de la cual aduce el 
Consejo de Estado se había olvidado su importancia y envergadura en el sistema 
jurídico Colombiano, dejando al arbitrio de las partes su aplicabilidad o no, y 
olvidando la existencia de un contrato bilateral, a lo cual concluye que la única 
manera de modificarla es suscribiendo un acuerdo entre las partes.  
 
Así se encuentra también la sentencia proferida por la Sala Plena de la Sección 
Tercera del Consejo de Estado, que en providencia del 25 de septiembre de 2013, 
quien rectifico la jurisprudencia respecto a la capacidad procesal de las Uniones 
Temporales y Consorcios, en la cual se determinó luego de hacer un largo estudio 
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que justifica su cambio de posición, que las Uniones Temporales y Consorcios 
pueden comparecer a los procesos judiciales relacionados con los litigios 
derivados de los contratos estatales o sus correspondientes procedimientos de 
selección.  
 
Y es que de entrada, parece simple la decisión adoptada por el Consejo de 
Estado. Sin embargo, tiene una connotación e importancia dentro del ámbito 
contractual, pues no solamente se había mantenido una tesis unificada más de 
una década, sino que ello representaba para el usuario de la administración de 
justicia como para los Jueces de primera Instancia, un tema superado. 
La Ley 1437 de 2011, estableció mecanismos para facilitar y garantizar la 
unificación jurisprudencial como forma de implementar el precedente judicial en la 
jurisdicción contenciosa administrativa, al establecer,  
 
I. El deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia,  
 
II. La extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de 
las autoridades;  
 
III. El recurso extraordinario de unificación jurisprudencial; y, 
 
IV. El procedimiento para la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado 
a terceros, materializándose así la obligatoriedad de la jurisprudencia del Consejo 
de Estado y de la Corte Constitucional a los operadores jurídicos.  
 
En el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo se incorpora nuevos poderes para el juez con el objeto de fortalecer 
su rol y adaptarlo al modelo de Estado social de derecho. Sin embargo, según 
señala, se trata de un rol excepcional; espera que sean la administración y el 
ciudadano los actores principales en la resolución de los conflictos. Al respecto se 
ha señalado que la iniciativa de esta nueva ley es lograr un juez más “suelto” para 
que actúe de igual manera a como lo hace en conocimiento de acciones 
constitucionales, de ahí que la ley establezca: la creación de un recurso 
extraordinario; el mecanismo de revisión; la figura de la extensión de 
jurisprudencia; el fortalecimiento de la función consultiva; la utilización de medios 
electrónicos; y la regulación que se hace de las medidas cautelares.  
 
 
3.2. EN LA JURISDICCIÓN ORDINARIA CON EL CÓDIGO GENERAL DEL 
PROCESO, LEY 1564 DE 2012. 
 
 
Con la entrada en vigencia de la Ley 1564 de 2012, que establece las nuevas 
pautas en los procesos judiciales de la jurisdicción ordinaria y en las demás 
jurisdicciones que por remisión expresa así lo defina la ley, se buscó darle un 
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mayor activismo a la actividad judicial, específicamente la realizada por el juez, 
como director del proceso y en los cuales deba decidir un caso concreto. 
 
Toma mayor relevancia no sólo para la resolución de los procesos que se someten 
a su conocimiento, sino porque se buscó darle mayor dinamismo y agilidad a los 
trámites que se adelantan en la jurisdicción, precisamente para contrarrestar los 
efectos de la congestión judicial, que tanto estaba afectando a la Administración 
de Justicia, de allí, que se ideará pasar de un sistema escrito para darle entrada al 
sistema oral y por audiencias, el mismo, que en materia contenciosa administrativa 
y laboral venía funcionando con resultados favorables y cuyos efectos, buscaban 
se incorporaran a la jurisdicción ordinaria. 
En efecto, el artículo 7° del Código General del Proceso, indica que  
 
 
…Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer 
clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. 
De la misma manera procederá cuando cambie de criterio en relación con sus 
decisiones en casos análogos,...  
 
 
...es decir, que el juez, como director del proceso, además de someterse a lo 
establecido en la ley, también debe respetar lo establecido en la jurisprudencia.  
 
Lo anterior quiere decir que a partir de la expedición de esta nueva codificación, la 
doctrina probable, aquella que se introdujo en el ordenamiento jurídico colombiano 
a partir de las Leyes 153 de 1887 y 169 de 1896, recobraba nuevamente 
protagonismo en el escenario judicial, pues además de tener en cuenta lo 
ordenado por la Ley, los jueces en sus providencias debían acogerse y respetar la 
doctrina probable que las Altas Cortes hayan expedido para resolver casos 
análogos o similares, aún más cuando la Corte Constitucional mediante estudio de 
constitucionalidad sobre la ley que establecía la doctrina probable, la declaró 
constitucional y le dio plena aplicación para la resolución de los casos que se 
sometían al conocimiento de los operadores jurídicos.   
 
Luego de dicho estudio constitucional, el grupo redactor del Código General del 
Proceso, en cabeza del Instituto Colombiano de Derecho Procesal, incorporó en el 
nuevo código procesal civil, la figura del respeto de la doctrina probable, no sólo 
enmarcándolo dentro de los principios que rigen la actividad judicial como el 
principio de legalidad sino también como atribuciones de las salas de decisión de 
los Magistrados Sustanciadores, quienes al momento de resolver un caso 
concreto, deberán hacer uso de la unificación de jurisprudencia que sobre un 
mismo punto de derecho exista previamente. 
 
Con esa nueva introducción en el ordenamiento jurídico positivo, no solo se le dio 
fuerza vinculante a un precepto positivo existente en el escenario judicial desde 
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tiempo atrás, sino que se le concedió al operador jurídico adecuar la aplicación del 
derecho a los nuevos preceptos, logrando con ello, un cambio de mentalidad que 
permita darle más dinamismo al derecho y donde los jueces, quienes resuelven 
casos concretos, sean más realistas frente a las nuevas necesidades que trae 
consigo la evolución del derecho. 
 
El cambio de mentalidad, permitió que el juez adquiriera un nuevo rol en el Código 
General del Proceso, pues no solo se adecuó una norma positiva a la Constitución 
Política, sino que se acogieron en sus artículos preceptos de las Altas Cortes que 
tenían una incidencia significativa no solo en la forma de interpretar el derecho 
sino en analizar y aplicar los nuevos preceptos, convirtiéndose la Ley 1564 de 
2012, no en una modificación meramente formal sino en una norma actual, acorde 
con las nuevas transformaciones del derecho, consciente de las nuevas 
necesidades de los asociados y del papel de los operadores jurídicos. 
Entonces, el sistema oral permitió una verdadera transformación del régimen 
procesal vigente, no solo desde el punto de vista formal, sino material, ya que éste 
procuraba la implementación de varios principios procesales, como por ejemplo, 
favorecer la celeridad, la publicidad, la concentración y la inmediación procesal.  
 
Precisamente la aplicación de todos esos principios, los que empiezan a tener 
importancia no solo el escenario procesal sino en el régimen probatorio, pues es 
en esta instancia del proceso, que el juez se comporta como verdadero director 
del proceso y, el Código General del Proceso entiende perfectamente esta 
necesidad, de allí que en materia civil, se preocupe por hacerse una revisión 
sistemática del régimen probatorio y, en general, procesal, para hacerlo 
compatible con el sistema oral, al respecto, el doctor Sergio Alberto Rojas, en su 
artículo “Código General del Proceso: Aciertos y vicisitudes de un nuevo régimen 
de pruebas – Especial comentario a la propuesta de reforma frente a la prueba 
documental y la prueba pericial”47, comenta que:  
 
 
…a nuestro juicio, el primer acierto digno de resaltar: la propuesta de 
Código General del Proceso, marca un primer y decidido intento por 
verbalizar el proceso y, junto a él, el régimen probatorio, con lo que 
atiende la primaria necesidad de repensar el derecho procesal en 
términos de oralidad. 
 
 
En este sentido, el profesor mexicano Eduardo Ferrer Mac-Gregor, advierte que 
 
 
                                                          
47 UNIVERSIDAD JAVERIANA. Julio de 2014.  Disponible en http: // 
www.javeriana.edu.co/juridicas/pub_rev/univ_est/documents/15codigogeneraldeproceso_000.pdf) 
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… el dinamismo propio del derecho procesal coincide, desde un punto de vista 
histórico, con el momento en que ese derecho procesal deja de ser visto como 
un simple conjunto de normas orientadas en orden a regular el proceso como 
tal, para transformarse en una ciencia que estudia las normas reguladoras del 
trámite procesal. Así las cosas, la cientificidad del derecho procesal ha 
contribuido justamente a su reciente actividad, sin duda representativa, tanto 




Tal como lo plantearon los tratadistas, la oralidad en el sistema procesal le 
imprimió dinamismo no solo al proceso en sí mismo, sino dinamismo a la actividad 
del juez. Su papel dentro de la actividad judicial recobra nuevamente importancia 
como director del proceso, pues deja de ser un tercero ajeno a la relación judicial 
para convertirse en un sujeto activo en procura de materializar una justicia real y 
efectiva para las partes que se encuentran en controversia. 
 
La dirección del proceso, constituye en sí, la actividad judicial del operador 
jurídico, no solo para resolver el caso que se somete a su conocimiento sino para 
dirigir la conducta de los sujetos procesales en aras de darle mayor efectividad al 
trámite que debe resolver. 
 
Se logró entonces romper paradigmas frente a la modificación del ordenamiento 
procesal civil, en el cual por muchos años se frenó la aplicación de los mandatos 
constitucionales por mantenerse en la posición conservadora positiva, que se 
encontraba obsoleta y que no le estaba imprimiendo el dinamismo que la propia 
evolución jurídica le exigía sino lo estaba rezagando a viejos mandatos que se 
alejaban cada vez más de la realidad social, económica, jurídica y política del país. 
 
Aunado a lo expuesto, con esta nueva codificación se logró materializar no solo 
normativamente sino en la práctica, los nuevos avatares jurídicos que requerían 
una mayor regulación por parte de los operadores jurídicos y de quienes en la 
práctica lo aplican, pues si bien se da un cambio respecto de su estructura interna, 
también fue necesario que quienes litigan en la jurisdicción, le dieran la 
importancia necesaria a las necesidades judiciales que se requerían, las cuales 
debían tenerse en cuenta, para la materialización de los derechos de quienes 
participaban en el escenario jurídico procesal, el cual desbordaba su aplicación a 
la jurisdicción civil, agraria y comercial y se extendía a todas aquellas 
jurisdicciones donde por remisión expresa, el compendio normativo les fuera 
aplicable.  
 
En conclusión, se puede decir que con la expedición del Código General del 
Proceso la Ley 1564 de 12 de julio de 2012, se incluyen novedosas figuras de 
                                                          
48 FERRER MAC- GREGOR, Eduardo. La ciencia del derecho procesal constitucional, en Díkaion, 
vol. 22, No. 17, diciembre de 2008, pág. 101.  
58 
gestión procesal que dan un giro importante a las dinámicas actuales que se 
desarrollan en el ámbito judicial, pues el propósito de la unificación de la 
jurisprudencia, la armonía y consistencia de los fallos se encuentra expresamente 
previsto en diferentes disposiciones del Código, como el artículo 35, que regula las 
atribuciones de las Salas, en cuanto a la  
 
 
...solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única 
podrá decidir los recursos de apelación interpuestos contra autos o 
sentencias, cuando se trate de asuntos de trascendencia nacional, o se 
requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial. 
 
 
Así mismo, amplía el poder del juzgador, quien, sometido al imperio de la ley, 
habrá de recurrir a la equidad, la costumbre, la jurisprudencia y la doctrina, aunado 
a que al tomar decisiones contrarios a ello, debe exponer clara y razonadamente 
los fundamentos de tal cambio, ello en procura de hacer realidad el derecho a un 
trato igualitario por parte de la justicia, de manera que frente a situaciones iguales 
se impartan las mismas soluciones y no quede a expensas de sentimientos 
subjetivos del juzgador el respectivo fallo. 
 
Más aún, cuando todo el estatuto va encaminado a ello, no solamente buscando 
cumplir con el espíritu garantista de la administración de justicia, sino la agilización 
procesal, para lo cual se busca que los Jueces dejen atrás la mentalidad 
formalista, y busquen proteger los derechos sustanciales de los administrados. Así 
mismo, y en la misma línea, se acoge la analogía como medio para resolver con 
normas reguladoras de aspectos semejantes, cuestiones que no contempla el 
Código a condición de que se respeten tales derechos. 
 
Así las cosas, no puede desconocerse como a lo largo de la historia jurídica de 
Colombia, el concepto de lo que se conoció tradicionalmente como doctrina 
probable, ha tenido diferentes matices de acuerdo a la jurisdicción en la que ésta 
se aplique o, simplemente de acuerdo al momento histórico, en que la misma se 
ha desarrollado; así por ejemplo, la Constitución acude a la expresión 
jurisprudencia, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, establece deberes de aplicación uniforme de jurisprudencia, 
sentencias de unificación, extensión de la jurisprudencia unificada, el precedente 
jurisprudencial, entre otras; las normas de la legislación ordinaria con la finalidad 
del recurso de casación, consistente en la unificación de la jurisprudencia, 
utilizaron conceptos como doctrina legal y doctrina legal más probable para llegar 
al concepto de doctrina probable, evidenciando contenidos y alcances diferentes 
en muchos casos, que se acentúan con los conceptos de la jurisdicción 
constitucional, como por ejemplo; doctrina constitucional, precedente judicial, 
precedente vertical, precedente horizontal, interpretación jurisprudencial 
vinculante, ratio decidendi, precedente constitucional, entre otros. 
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4. CAMBIOS EN LA CULTURA DE LA JUSTICIA COLOMBIANA CON LA 
INTRODUCCIÓN DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL COMO FUENTE 
FORMAL DEL DERECHO. 
 
 
4.1. ÓPTICA DEL OPERADOR JURÍDICO Y LA DOCTRINA. 
 
 
Como se ha mencionado a lo largo de esta escrito, la introducción de las figura del 
precedente jurisprudencial en la normatividad actual ha generado una reforma en 
lo que a fuentes del derecho se refiere, pues si bien en el derecho colombiano se 
introdujo la figura de la doctrina probable, teniendo a esta institución como el 
primer vestigio de la utilización de precedente, sin embargo, la misma no tuvo 
mayor desarrollo legal, precisamente por lo complicado en fue su aplicación en la 
jurisdicción ordinaria. 
 
Solo a partir de la Constitución de 1991, se introdujo a nivel constitucional el 
concepto de precedente jurisprudencial, la cual si bien como fue concebida 
inicialmente no tenía fuerza vinculante ni obligatoria, fue modificado por la Corte 
Constitucional a través de sus pronunciamientos judiciales, transformando el 
escenario de fuentes formales de derecho, pues a partir de sus fallos, la 
jurisprudencia dejo de ser un criterio auxiliar, para convertirse en una verdadera 
fuente formal de derecho. 
 
Así las cosas, como se ha mencionado en líneas precedentes, el operador jurídico 
ha tenido que modificar de forma sustancial la forma de concebir las sentencias, 
darle la prevalencia e importancia que requiere la resolución de los casos que se 
someten a su conocimiento, precisamente porque éstos, servirán para solucionar 
casos futuros que se adecuen a los mismos supuestos fácticos, de allí que incluso 
desde la propia jurisdicción y de la doctrina, el precedente jurisprudencial fue 
trasplantado de su concepción original, dejando de ser un simple criterio auxiliar, 
para posicionarse como fuente forma y directa de derecho. 
 
En ese sentido, la concepción doctrinal que se enmarca alrededor del precedente 
jurisprudencial ha tenido una fuerte influencia en el operador jurídico, pues a partir 
de esa concepción es que también ha cambiado la disciplina judicial al momento 
de resolver los casos que deben resolver los operadores jurídicos. Así por 
ejemplo, en materia constitucional el precedente judicial según el autor Jaime 
Santofimio Gamboa49  
 
 
                                                          
49  SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime. La fuerza de los precedentes administrativos en el sistema 
jurídico del Derecho positivo colombiano (1ª ed., Vol. 1). Bogotá, D.C., Colombia: Universidad 
Externado de Colombia. Página 40. 
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...está llamado a permanecer en cuanto especie de norma contentiva de 
parámetros de comportamiento constitucional. En este sentido, su no 
acatamiento o variación caprichosa puede ser fuente de arbitrariedad y, por lo 
tanto, de desconocimiento del ordenamiento jurídico y de las bases mismas 
del sistema jurídico positivo y, en consecuencia, cauce desmedido e 
incontenible de inseguridad jurídica.  
 
 
Lo anterior, se termina de confirmar con lo decidido por la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, al fallar una acción de tutela por vía de Sentencia de Unificación de 
Jurisprudencia SU-1300 de 200150, cuando se consagró el valor normativo de los 
precedentes constitucionales como fuente formal de Derecho, y por tanto, 
constituyen doctrina constitucional obligatoria (C-131 de 199351, C-083 de 199552, 




En la construcción de la teoría de la obligatoriedad de los precedentes 
judiciales, la Corte Constitucional ha usado los conceptos de Decisum, ratio 
decidendi, y obiter dicta, para determinar qué partes de la decisión judicial 
constituyen fuente formal de derecho. El decisum, la resolución concreta del 
caso, la determinación de si la norma debe salir o no del ordenamiento 
jurídico en materia constitucional, tiene efectos erga omnes y fuerza 
vinculante para todos los operadores jurídicos. La ratio decidendi, entendida 
como la formulación general del principio, regla o razón general que 
constituyen la base necesaria de la decisión judicial específica, también tiene 
fuerza vinculante general. Los obiter dicta o ‘dichos de paso’, no tienen poder 
vinculante, sino una ‘fuerza persuasiva’ que depende del prestigio y jerarquía 
                                                          
50 CORTE CONSTITUCIOANAL. Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA. 
Sentencia SU-1300-2001. Referencia: expediente T-463299. Acción de tutela instaurada por 
Rodrigo Garavito Hernández contra el Juez Regional de Bogotá (hoy Juzgado Especializado), el 
Tribunal Nacional o quien haga sus veces y la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia. Bogotá, seis (6) de diciembre de dos mil uno (2001) 
51 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Sustanciador. ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO. 
Sentencia C-131-1993. REF: Demanda N° D-182. Santafé de Bogotá, abril 1° de mil novecientos 
noventa y tres (1.993). 
52 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. Sentencia C-
083-1995. REF. : Expediente No. D-665. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 8° de 
la ley 153 de 1887. Santafé de Bogotá, D.C., primero (1o.) de marzo de mil novecientos noventa y 
cinco (1995). 
53 CORTE CONSTITUCIONAL. Dr. VLADIMIRO NARANJO MESA. Sentencia No. C-037/96. Ref.: 
P.E.-008. Magistrado ponente: Santafé de Bogotá, D.C.; cinco (5) de febrero de mil novecientos 
noventa y seis (1996). 
54 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrados Ponentes: CARLOS GAVIRIA DÍA. ALEJANDRO 
MARTÍNEZ CABALLERO. Sentencia SU-00047-1999.. Santafé de Bogotá, D.C., veintinueve (29) 
de enero de mil novecientos noventa y nueve (1999). 
55 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001. Op.cit. pág. 27. 
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del Tribunal, y constituyen criterio auxiliar de interpretación. (Se sigue aquí la 
sentencia SU-047 de 1999). 
 
 
En el mismo sentido, en la sentencia C-037 de 199656 la Corte admitió que  
 
 
...tendrían fuerza vinculante los conceptos consignados en la parte motiva 
que guarden una relación estrecha, directa e inescindible con la parte 
resolutiva; en otras palabras, aquella parte de la argumentación que se 
considere absolutamente básica, necesaria e indispensable para servir de 
soporte directo a la parte resolutiva de las sentencias y que incida 
directamente en ella. 
 
 
Sin embargo, y pese al esfuerzo que se ha venido haciendo para darle un lugar al 
precedente, la Corte Constitucional en Sentencia T-292 de 200657, expresó acerca 
de la validez de este, que: 
 
 
26. En este sentido, y dada su importancia, surge, sin embargo, la siguiente 
inquietud a la hora de determinar un precedente: ¿debe entenderse por 
precedente cualquier antecedente que se haya fijado en la materia, con 
anterioridad al caso en estudio? La respuesta a esta inquietud es negativa por 
varias razones. La primera, es que no todo lo que dice una sentencia es 
pertinente para la definición de un caso posterior, como se ha visto (v.gr. la 
ratio es diferente al obiter dicta). La segunda, es que aunque se identifique 
adecuadamente la ratio decidendi de una sentencia, resulta perentorio 
establecer para su aplicabilidad, tanto en las sentencias de constitucionalidad 
como en las de tutela, qué es aquello que controla la sentencia, o sea cual es 
el contenido específico de la ratio. En otras palabras, si aplica tal ratio 
decidendi para la resolución del problema jurídico en estudio o no. En este 
sentido, en el análisis de un caso deben confluir los siguientes elementos 
para establecer hasta qué punto el precedente es relevante o no: 
 
i. En la ratio decidendi de la sentencia se encuentra una regla relacionada con 
el caso a resolver posteriormente. 
 
ii. La ratio debió haber servido de base para solucionar un problema jurídico 
semejante, o a una cuestión constitucional semejante. 
 
iii. Los hechos del caso o las normas juzgadas en la sentencia anterior deben 
ser semejantes o plantear un punto de derecho semejante al que debe 
                                                          
56 Ibídem. Pág. 69  
57 CORTE CONSTITUCIONAL. Magistrado Ponente. Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA. 
Sentencia T-292-2006. Referencia: expediente T-1222275. Bogotá D.C.,  seis (6) de abril de dos 
mil seis (2006). 
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resolverse posteriormente. En este sentido será razonable que "cuando en 
una situación similar, se observe que los hechos determinantes no 
concuerdan con el supuesto de hecho, el juez esté legitimado para no 
considerar vinculante el precedente. 
 
Estos tres elementos hacen que una sentencia anterior sea vinculante y, en 
esa medida, que se constituya en un precedente aplicable a un caso 
concreto. De allí que se pueda definir el precedente aplicable, como aquella 
sentencia anterior y pertinente cuya ratio conduce a una regla –prohibición, 
orden o autorización– determinante para resolver el caso, dados unos hechos 




En todo caso, lo que se denota en el ambiente judicial, específicamente en el 
operador jurídico, es que el precedente jurisprudencial constitucional cada día 
toma más fuerza y se convierte en una de las líneas que deben tomar los 
administradores de justicia para las decisiones de fondo, lo que no es otra cosa 
distinta que admitir que el precedente se ha convertido en una fuente formal del 
derecho, más aún cuando la misma legislación lo ha reiterado, pues no se olvide 
el  artículo 114 de la Ley 1395 de 2010,  o la novedad implementada en la Ley 
1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo) en el cual introduce el denominado "recurso extraordinario de 
unificación”.  
 
Sobre este punto, es mucho lo que los operadores jurídicos han avanzado pues no 
solamente se han adentrado a hacer un estudio profundo y serio sobre el 
precedente en la jurisprudencia constitucional, sino que además han realizado 
valiosos aportes a fin de darle la verdadera importancia al mismo en la justicia 
colombiana y su obligatoriedad  para los demás jueces de la República. 
 
Ahora, si bien ha sido importante el avance que se logró con la nueva concepción 
de precedente que concibieron los operadores jurídicos, no es menos cierto, lo 
que algunos estudiosos doctrinales han realizado respecto al precedente 
jurisprudencial con el fin de mostrar las diversas posiciones sobre el precedente 
adoptado por la Corte Constitucional. 
 
Miguel Carbonell, en su escrito El neoconstitucionalismo en su laberinto, 
estableció que el precedente jurisprudencial tiene sus inicios en las normas 
constitucionales que se expidieron después de la segunda guerra mundial, donde 
los Estados no se limitaron únicamente a separar los poderes o establecer 
competencias, sino que contiene normas materiales o sustanciales  que 
condicionan la actuación del Estado, un claro ejemplo de ello, es la Constitución 
Política de Colombia de 1991. Con las constituciones modernas, el precedente 
jurisprudencial cobra un papel protagónico en el escenario judicial, pues requiere 
de los operadores jurídicos mayor hermenéutica para interpretar los casos 
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concretos. Para reforzar esta tesis, Carbonell sostiene que razón tenía Ferrajoli 
“cuando señala que la ciencia jurídica no tiene una función meramente 
contemplativa de su objeto de estudio, sino que contribuye de forma decisiva a 
crearlo y, en ese sentido, se constituye como una especie de meta-garantía del 
ordenamiento jurídico en su conjunto58”. 
 
En ese orden de ideas, es importante mencionar que el profesor Gabriel Mora 
Restrepo, en su tesis doctoral, traducida al libro “Justicia Constitucional y 
Arbitrariedad de los Jueces: Teoría de la Legitimidad en la Argumentación de las 
Sentencias Constitucionales”, señaló como se .pone en evidencia cómo los jueces 
constitucionales desconocen elementos centrales de todo proceso de 
razonamiento jurídico, generando así un conjunto de decisiones que distan mucho 
de las exigencias de la justicia y el orden constitucional. 
 
Sin embargo, en contra de estas tesis, que se han dado en ciertos ambientes 
académicos colombianos, el profesor Mora Restrepo59  
 
 
...propone el ejercicio de una judicatura responsable y muestra que existen 
alternativas, condiciones y reglas de razonamiento jurídico para tener en 
cuenta en los procesos judiciales, de forma que estén acordes con la teoría 
de la justicia y no con el juego de los intereses personales de los jueces.  
 
 
Lo anterior, es completamente apropiado y real, pues es claro que la fuerza 
vinculante de la jurisprudencia constitucional, tiene su fundamento en la protección 
de la igualdad de la sociedad y la aplicabilidad del principio de la seguridad 
jurídica. 
 
Tan es así, que no puede haber seguridad, ni estabilidad, ni igualdad cuando con 
una sola decisión se vulnere la conciencia y la integridad de un grupo amplio de 
ciudadanos, verdaderamente afectados en su fuero interno con un precedente que 
se desprenda del análisis de un caso difícil. 
 
Por su parte, el profesor Mario Alberto Cajas, menciona que el precedente,...obliga 
a seguir reglas o subreglas fijadas en los fallos, que en el caso del precedente 
vertical pueden tener -en la práctica- efectos generales por vía de la interpretación 
que hacen los jueces, más allá de los efectos concretos o inter partes de la 
                                                          
58 CARBONELL, Miguel. El neoconstitucionalismo en su laberinto, En Teoría del 
neoconstitucionalismo, ensayos escogidos de AA. VV, Ed. Miguel Carbonell. Editorial Trotta, 
Instituto de investigaciones jurídicas. Universidad autónoma de México UNAM. 2007, 2009. 
59 MORA RESTREPO, G. (2009). Justicia Constitucional y Arbitrariedad de los Jueces: Teoría de la 
Legitimidad en la Argumentación de las Sentencias Constitucionales (1ª ed., Vol. 1). Buenos aires, 
Argentina: Marcial Pons.  
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decisión del juez60. 
 
Asimismo, el juez podría tener en cuenta que “hay precedentes que ‘deben’, otros 
que ‘deberían’ y, finalmente, otros que ‘pueden’ ser considerados”  por Tupayachi 
Sotomayor61); teniendo en cuenta también la figura del overruling, que se entiende 
como la posibilidad de cambiar el precedente vinculante cuando haya de ser 
ajustado en determinado tiempo a una situación concreta, aunque algunos 
doctrinantes como Luis Díaz Canseco y Enrique Pasquel, se atreven a decir que el 
precedente “supone que una vez resuelta una cuestión mediante una sentencia, 
se establece un antecedente que, en principio, no puede ser variado 
posteriormente” (Tupayachi Sotomayor62), pues no obstante el equilibrio y 
permanencia que debe caracterizar a las decisiones judiciales, éstas no pueden 
ser inamovibles. 
 
Por otra parte, la doctrinante Moral Soriano63 sostiene, que la doctrina del 
precedente sintetiza los hechos sociales debido a que el reconocimiento de una 
decisión judicial pasa a ser considerada como una disposición jurídica. Así, señala 
que “los precedentes al igual que el derecho legislado, son disposiciones jurídicas 
que tienen carácter de reglas de segundo orden excluyentes en el razonamiento 
práctico“, y son de segundo nivel porque puede ser distinguidos o anulados por los 
mismos jueces.  
 
De igual manera, adujo que la importancia contemporánea del precedente judicial 
es que éste contiene en sí mismo un argumento de autoridad por excelencia en el 
ámbito del razonamiento jurídico, y que:  
 
 
...su fundamento es también la relación persona/acto, o si se quiere 
juez/decisión. El valor del precedente depende del valor del juez de su 
autoridad. De esta manera la autoridad del juez sirve para fundamentar una 
técnica discursiva más que permite el uso argumentativo de las decisiones 
judiciales. 
 
Ahora, según Bernal Pulido64 el concepto de precedente judicial lo conforman dos 
ideas según las cuales,  
 
 
                                                          
60 CAJAS SARRIA, Mario Alberto. "Acerca del Control judicial de la reforma constitucional en 
Colombia". En: México Revista Iberoamericana De Derecho Procesal Constitucional  ISSN: 1870-
8390  ed: v.7 fasc.N/A. 2007, págs. 57 a 84. 
61 TUPAYACHI Sotomayor, J. El Precedente Constitucional Vinculante en el Perú (Análisis, 
comentario y doctrina comparada). Lima: ADRUS. 2009. 
62 Ibídem  
63 MORAL SORIANO. Leonor. El Precedente Judicial. Librero Editor, 2002. Pág. 40. 
64 Ibídem.  
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...tratar las decisiones previas como enunciados autoritativos del derecho que 
funcionan como buenas razones para decisiones subsecuentes” y exigir a los 
“jueces de tribunales específicos que consideren ciertas decisiones previas, 
sobre todo las de las altas cortes, como una razón vinculante65 
 
 
En todo caso, como lo expone Bernal Pulido, en Colombia existen posiciones 
diversas por parte de la doctrina frente al precedente judicial, así a manera de 
ejemplo, el profesor Carlos Ignacio Jaramillo66 sostuvo que a pesar del 
pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre la necesidad de la extensión del 
sistema de precedentes para la jurisdicción común contenida en la sentencia C-
836 de 2001, algunos jueces colombianos en la práctica hacen un seguimiento 
parcial de la jurisprudencia, es decir, citan algunas de las providencias de las altas 
cortes, más por asuntos de “jerarquía y persuasión” que por hacer seguimiento a 
alguna línea jurisprudencial específica.  
 
Al respecto señala, que esto es así, porque no existe claridad sobre lo que es una 
línea jurisprudencial; “el escenario actual en la práctica, obviamente con 
excepciones, sigue siendo un sistema de jurisprudencia libre o meramente 
indicativa”.  
 
Esta situación tiene una serie de efectos: como son la citación sin ningún tipo de 
relación entre las sentencias, y que se citen párrafos de algunas sentencias sin 
que con ello se esté acogiendo un tipo de jurisprudencia. La ausencia de 
vinculatoriedad de las sentencias de las Altas Cortes conduce a que se generen 
efectos negativos sobre la unidad y estabilidad del sistema jurídico. 
 
Por las razones señaladas, propone que las Altas Cortes realicen un esfuerzo en 
la unificación jurisprudencial a efectos de que pueda ser cumplida y seguida por 
los jueces y por los particulares en general. Para el logro de este cometido, 
propone el fortalecimiento de las relatorías con el fin de hacer visible la unificación 
de la jurisprudencia y su modificación. Esto es así, debido al desconocimiento por 
parte de los jueces de que al no seguir la unificación jurisprudencial se atenta 
contra el derecho a la igualdad y el principio de seguridad jurídica. 
 
Así el profesor Jaramillo concluye67 que:  
 
 
...no obstante los avances logrados, no hay aún entre nosotros una verdadera 
y definida cultura de la jurisprudencia, o jurisprudencial”. Es necesario “que la 
jurisprudencia se emplee cada vez más en sede judicial, profesional y 
                                                          
65 BERNAL PULIDO, Carlos. El precedente en Colombia, Universidad Externado de Colombia. 
2008. Pág. 58. 
66  JARAMILLO, Carlos Ignasio. La decisión judicial. Editorial Diké.  2012, pág. 256 y s.s. 
67 Ibídem.  
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académica, siendo tan importante su consulta y análisis, como lo es el 
escrutinio de la propia constitución y la Ley.  
 
 
Frente al concepto de línea jurisprudencial, el profesor López Medina68, entiende 
por ella un patrón decisional común en cada una de las cortes que está 
relacionado entre sí. La línea jurisprudencial da cuenta de la forma decisional de 
las Altas Cortes, mostrando cuales son los aspectos comunes de la decisión en un 
momento histórico determinado, o por el lapso de un tiempo. La línea, debe partir 
de un problema jurídico y su trazado permite comprender las reglas de decisión 
que hacen parte del tipo de soluciones que ha brindado el juez al aplicar la norma. 
Por lo tanto, la línea jurisprudencial, es una herramienta de análisis del precedente 
judicial, y de esta forma es abordada conceptualmente por el autor. 
 
De igual modo, sostuvo69 que la cantidad de jurisprudencia emanada por las Altas 
Cortes, conduce a una lectura de la misma que puede ser “desestructurada y a 
veces caótica. La lectura de sentencias individuales, sin sentido de orientación o 
agrupación, puede llevar al analista a una dispersión radical sin que se comprenda 
las reglas producto de la aplicación de la ley”. La línea jurisprudencial “debe llevar 
al intérprete a construir una teoría jurídica integral de las interrelaciones de varios 




Un patrón fáctico concreto en el que se establezca el conflicto de intereses y 
derechos.  
 
Identificar las sentencias más relevantes “sentencias hito”.  
 
Construir teorías estructurales que permita establecer la relación entre varios 
“fallos judiciales70”.  
 
 
Teniendo en consideración lo mencionado hasta ahora, el precedente 
jurisprudencial como fuente de derecho, ha sido útil en el ordenamiento jurídico, 
pues por un lado, se garantiza al administrado la seguridad jurídica en la toma de 
decisiones y, por otro lado, se materializa el derecho a la igualdad, cuando se 
resuelven casos análogos, en una misma vía. Situación que si bien, genera 
tranquilidad entre los asociados, porque se respeta un precedente sólido, serio y 
ajustado a derecho, también permite al operador jurídico, el apartarse del 
precedente, cuando detecte que la interpretación sobre un punto de derecho no es 
la correcta, situación que se ajusta a la dinámica del derecho. 
                                                          




Pero la utilidad del precedente jurisprudencial, también cobra importancia, cuando 




17. En principio, un cambio en la legislación motivaría un cambio de 
jurisprudencia, (…)  
 
18. Por otra parte, cuando no ha habido un tránsito legislativo relevante, los 
jueces están obligados a seguir explícitamente la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia en todos los casos en que el principio o regla 
jurisprudencial, sigan teniendo aplicación.  Con todo, la aplicabilidad de los 
principios y reglas jurisprudenciales depende de su capacidad para responder 
adecuadamente a una realidad social cambiante. En esa medida, un cambio 
en la situación social, política o económica podría llevar a que la ponderación 
e interpretación del ordenamiento tal como lo venía haciendo la Corte 
Suprema, no resulten adecuadas para responder a las exigencias sociales. 
(…) 
 
19. Es posible, de otro lado, que no exista claridad en cuanto al precedente 
aplicable, debido a que la jurisprudencia sobre un determinado aspecto de 
derecho sea contradictoria o imprecisa.  Puede ocurrir que haya sentencias 
en las cuales frente a unos mismo supuestos de hecho relevantes, la Corte 
haya adoptado decisiones contradictorias o que el fundamento de una 
decisión no pueda extractarse con precisión.  En estos casos, por supuesto, 
compete a la Corte Suprema unificar y precisar su propia jurisprudencia.  Ante 
falta de unidad en la jurisprudencia, los jueces deben hacer explícita la 
diversidad de criterios, y optar por las decisiones que interpreten de mejor 
manera el imperio de la ley, a partir de una adecuada determinación de los 
hechos materialmente relevantes en el caso71.   
 
 
Igualmente, la Corte Constitucional señaló que la Corte Suprema de Justicia 
puede apartarse de su precedente horizontal cuando: 
 
 
 21. La expresión “erróneas” que predica la norma demandada de las 
decisiones de la Corte Suprema puede entenderse de tres maneras 
diferentes, y cada interpretación da lugar a cambios jurisprudenciales por 
razones distintas.  En primer lugar, cuando la doctrina, habiendo sido 
adecuada en una situación social determinada, no responda adecuadamente 
al cambio social posterior. (…) En segundo lugar, la Corte puede considerar 
que la jurisprudencia resulta errónea, por ser contraria a los valores, objetivos, 
principios y derechos en los que se fundamenta el ordenamiento jurídico.  (…)  
En tercer lugar, como resulta apenas obvio, por cambios en el ordenamiento 
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Son precisamente estos aspectos, los que permiten darle al precedente 
jurisprudencial  un papel protagónico en el sistema de fuentes colombiano, porque 
permite entender la dinámica del derecho, abandonando conceptos estáticos, que 
frenaban la evolución del derecho y cercenaba la interpretación de los 
Administradores de Justicia, de allí, que el recurrir al precedente jurisprudencial 
para resolver casos concretos, sea tan útil en el ordenamiento jurídico actual y 
haya sido enriquecido a partir de la interpretación que sobre el mismo, haya 
realizado el operador jurídico.  
 
 
4.2. ÓPTICA DEL USUARIO DEL SISTEMA.  
 
 
Si bien la importancia que tiene actualmente el precedente jurisprudencial surge 
como consecuencia del esfuerzo realizado por los operadores jurídicos, 
especialmente por quienes integraban la Corte Constitucional, quienes a partir de 
la interpretación que estos hicieron de la norma constitucional permitieron darle 
una lectura vinculante y obligatoria a la jurisprudencia, la cual si bien en principio 
se concibió como criterio auxiliar de interpretación, tomó connotación vinculante y 
fuente formal de derecho. 
 
Así las cosas, una vez se le dio al precedente jurisprudencial la importancia que 
ésta requería en el escenario judicial, vinculo en primer lugar a los operadores 
jurídicos quienes al momento de fallar un caso, debían tener en consideración el 
precedente dictado por las Altas Cortes tanto a nivel vertical, esto es, los jueces de 
menor jerarquía como a nivel horizontal, vinculando incluso a todas las salas de 
las Altas Cortes o cuerpos colegiados. 
 
Quiere decir esto, que si bien sus primeros resultados se vieron reflejados al 
interior de las jurisdicciones, los efectos que esta generó pronto tuvo incidencia 
también en los administrados, quienes al concebir la utilización del precedente 
para resolver casos análogos, empezaron a exigirla a los operadores jurídicos 
cuando era clara la aplicación del precedente. 
 
Este cambio de concepción le imprimió mayor dinamismo al derecho, pues aun 
cuando el sistema jurídico colombiano le rindiera en cierta medida prelación a la 
Ley,  la incorporación del sistema de precedentes, permitió garantizarle a los 
administrados y al sistema jurídico en sí mismo, seguridad jurídica, seguridad que 
muchas veces la misma Ley no podía garantizarla. 
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De allí que el panorama judicial de Colombia haya tenido que evolucionar, para 
darle cabida al precedente judicial, el mismo que permitiría la resolución de casos, 
utilizando preceptos avalados previamente por los jueces de la República 
garantizando además de la seguridad jurídica, principios como la buena fe, la 
confianza legítima y la igualdad.  
 
Así las cosas, el precedente judicial empieza a tener protagonismo no solo en la 
esfera de la jurisdicción, sino en los administrados, quienes vieron en esta nueva 
figura, la oportunidad de exigirle a los jueces, la aplicación del precedente que ya 
había sido empleado para resolver situaciones fácticas similares y que al aplicarse 
a la situación jurídica por ellos puestas de presente, facilitarían la resolución de los 
casos, respectando con ello, el precedente que el juez o magistrado, según se 
trate de jurisprudencia vertical o horizontal deba aplicar al caso concreto. 
 
Tales situaciones permitieron un cambio de mentalidad en el administrado, quien 
ha visto con buenos ojos la aplicación del precedente judicial para resolver los 
conflictos judiciales que se propongan a las diferentes jurisdicciones, pues han 
entendido la importancia de la vinculatoriedad y obligatoriedad del precedente 
emitido previamente por un operador judicial para solucionar un problema vertical 
de la Administración, como lo es la congestión judicial, que además de afectar 
gravemente la estructura de la rama judicial -necesitándose para ello, la creación 
de despachos de descongestión-, cercenaba en cierta medida los derechos de los 
usuarios que accedían a la administración en busca de la resolución de sus 
conflictos.  
 
De allí que haya sido beneficioso la introducción en el escenario judicial de la 
figura de la jurisprudencia y el precedente judicial, más aún cuando el mismo, se 
ha catalogado de forma tajante por las Altas Corporaciones como una fuente 
formal de derecho y por lo tanto vinculante a la hora de interpretar una norma 
positiva, situación que la antepone al momento en que se resuelvan casos 
denominados difíciles y permite que se garantice derechos como la seguridad 
jurídica, la buena fe, la confianza legítima y el derecho de igualdad, pues al 
presentar unos mismos supuestos es obligación de los operadores jurídicos el 
acatar la jurisprudencia que se haya proferido por una Alta Corte. 
 
Así las cosas, desde la incorporación en el derecho colombiano de la figura del 
precedente judicial, han sido más los beneficios que éste ha introducido en el 
derecho y lo cual permite afirmar, de forma tajante, que si bien hay una 
prevalencia de la Ley por la forma en que es concebido el derecho colombiano no 
puede desconocerse hoy en día, la importancia del precedente, más aún, como 
quedo esbozado en esta investigación, dejo de ser considerado como criterio 
auxiliar de interpretación, para convertirse en una verdadera fuente formal y 






Una vez analizados desde todos los campos los conceptos de precedente 
jurisprudencial y la unificación jurisprudencial, su aplicación en la justicia 
colombiana y la evolución de estos conceptos a través de la historia, se pueden 
realizar a manera de conclusiones las siguientes:  
 
El precedente judicial se fortaleció y cobró importancia para preservar el 
ordenamiento jurídico; proteger los derechos de las personas a partir del principio 
de seguridad jurídica, el cual le permite prever la interpretación y aplicación del 
derecho que hará el juez tomando en consideración las nuevas realidades 
sociales, económicas, políticas y culturales.  
 
Se evidenció que el precedente jurisprudencial en el sistema de fuentes 
colombiano a partir de la Constitución de 1991 se estableció como un criterio 
auxiliar de la administración de justicia, sin embargo, a través del tiempo y de su 
aplicación, se advirtió una relación del juez y la ley, pues se fue demostrando cada 
vez más que el juez no está únicamente subordinado a la ley sino que actúa y 
valora su aplicación para darle dinamismo al ordenamiento jurídico, lo que nos 
lleva indudablemente a entender la jurisprudencia como una fuente del derecho de 
carácter obligatorio. 
 
En todo caso, dicha conclusión no ha sido pacifica en el Derecho Colombiano, 
pues al momento de dar aplicación al precedente jurisprudencial, no solamente se 
encuentran los escépticos que consideran que darle el carácter formal del 
derecho, es poner en riesgo a la ley como fuente principal del derecho, sino que 
además, aunque la Jurisprudencia y la legislación han intentado crear reglas en 
materia de precedentes jurisprudenciales aplicables a todas las jurisdicciones, el 
mismo carece de unificación, situación que no corresponde con el criterio y fin 
último de este concepto, el cual es la seguridad jurídica y confianza legítima. 
 
Se logró evidenciar las diferentes corrientes de pensamiento jurídico y las 
dificultades que actualmente tiene Colombia, como la inexistencia de bases 
comunes que permitieran identificar a la jurisprudencia de manera uniforme como 
fuente del derecho. 
 
Se encontró la existencia de una gran cantidad de significados en los conceptos 
relacionados con la jurisprudencia, línea jurisprudencial, precedente, entre otros, y 
con ello, una gran cantidad de posiciones por parte de los operadores jurídicos en 
relación con la jerarquía de la jurisprudencia dentro de las fuentes de los derechos 
y con la jerarquía de las sentencias de las Altas Cortes entre sí. 
 
De esta manera, se encuentra que la Corte les impone a los jueces la obligación 
de tomar en cuenta los precedentes existentes sobre un punto de derecho, 
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vinculación que no es absoluta, de allí que se permita a los jueces apartarse del 
precedente, siempre y cuando realicen una carga de transparencia, que no es otra 
cosa distinta a exponer de forma clara el precedente del cual se están apartando, 
y una carga de argumentación, que consiste en la exposición de las razones por 
las cuales deciden apartarse de la doctrina probable.  
 
Con el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
la jurisprudencia del Consejo de Estado se convierte en una guía para que el 
Estado dé a los ciudadanos un trato más igualitario y justo; para ello dicho sistema 
prevé la existencia de una categoría especial de sentencias, conocidas como las 
Sentencias de Unificación Jurisprudencial. 
 
La inclusión en el sistema jurídico contencioso-administrativo de las Sentencias de 
Unificación Jurisprudencial del Consejo de Estado, da a estas un papel 
preponderante en el sistema de las fuentes del derecho administrativo ubicándolas 
sin lugar a dudas al mismo nivel de la Ley, lo que significa que se desplaza el 
papel de la Jurisprudencia como criterio auxiliar del Derecho Administrativo para 
pasar a formar parte de las fuentes directas y primarias del mismo. 
 
Con el Código General del Proceso, se establecen las nuevas pautas en los 
procesos judiciales de la jurisdicción ordinaria y en las demás jurisdicciones que 
por remisión expresa así lo defina la ley, buscando darle un mayor activismo a la 
actividad judicial, específicamente la realizada por el juez, como director del 
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